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RESUMEN 
La responsabilidad de administradores es un tema muy controvertido siendo al 
mismo tiempo muy habitual en la práctica jurídica de las sociedades de capital. El 
presente trabajo se centra principalmente en determinar el presupuesto objetivo y 
subjetivo de la responsabilidad por daños y analizar en profundidad la acción social de 
responsabilidad. 
En este sentido, la acción social de responsabilidad es aquella que se interpone 
contra los administradores para exigirles responsabilidad en los supuestos en los que 
han causado un daño en el patrimonio social por actos u omisiones contrarios a la ley, a 
los estatutos o incumpliendo los deberes inherentes al cargo, siempre y cuando haya 
intervenido dolo o culpa. 
La legitimación para entablar la acción social es escalonada, por lo que, en primer 
lugar, se encuentra legitimada para interponer la acción social la propia sociedad, en 
segundo lugar, subsidiariamente, los socios minoritarios y en tercer lugar, 
subsidiariamente, los acreedores. 
Palabras clave: responsabilidad de administradores, administrador de derecho (de 
iure), administrador de hecho (de facto) y acción social de responsabilidad. 
 
ABSTRACT 
Directors' liability is a highly controversial issue and at the same time very 
common in the legal practice of corporations. This paper focuses mainly on determining 
the objective and subjective scope of liability for damages and analyzing in depth the 
social action of liability. 
In this sense, the social action of responsibility is that which is brought against the 
administrators to demand responsibility in the cases in which they have caused damage 
to the social patrimony due to acts or omissions contrary to the law, to the statutes or by 
failing to comply with the duties inherent to the position, as long as fraud or guilt has 
intervened. 
The legal standing to bring an action is staggered, so that, firstly, the company 
itself is entitled to bring the action, secondly, subsidiarily, the minority shareholders, 
and thirdly, subsidiarily, the creditors. 
Key words: directors' liability, de iure administrator, de facto administrator and 
social liability action. 
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I. INTRODUCCIÓN 
 
“Los administradores de las sociedades de capital son los encargados de actuar en 
nombre y representación de la sociedad que dirigen o administran cumpliendo con los 
deberes que vienen establecidos en los artículos 225 y ss. de la Ley de Sociedades de 
Capital, aprobada por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio (en adelante 
LSC).”1 
El objetivo del presente trabajo es explicar la responsabilidad de los 
administradores y, en particular, analizar en profundidad la acción social de 
responsabilidad en las sociedades limitadas y las sociedades anónimas no cotizadas. 
El motivo por el cual este trabajo se centra en las sociedades limitadas y las 
sociedades anónimas no cotizadas es que en la práctica la mayoría de sociedades 
existentes ostentan las mencionadas formas jurídicas. 
Para ello, el trabajo se dividirá esencialmente en dos partes y, en cada una de 
ellas, se desarrollará lo siguiente: 
(i) En la primera parte, se delimitará la diferencia entre la responsabilidad por 
daños causados por el administrador durante el transcurso de su mandato (artículos 236 
y 237 de la Ley de Sociedades de Capital, aprobada por el Real Decreto Legislativo 
1/2010, de 2 de julio (en adelante, la “LSC”)) y la responsabilidad por deudas sociales 
(artículo 367 LSC), indicando qué requisitos han de concurrir para la exigencia de cada 
una de ellas.  
Asimismo, dado que en la segunda parte del trabajo, se explicará la acción social 
(mediante la cual se exige la responsabilidad por daños ocasionados por el 
administrador al patrimonio de la sociedad), resulta conveniente especificar el 
presupuesto subjetivo del régimen de responsabilidad por daños, es decir, a quién se 
aplica dicho régimen. 
En el último subapartado, se determinarán el presupuesto objetivo por el cual se 
exigirá responsabilidad a los administradores por causar un daño
2
 a la sociedad, a los 
                                                          
1
 ZURITA VICIOSO, J.M. “La responsabilidad de los administradores” en Revista Internacional de 
Doctrina y Jurisprudencia, vol. 10, 2015, págs. 1 y ss. 
2
 Artículo 236.1 de la LSC “Los administradores responderán frente a la sociedad, frente a los socios y 
frente a los acreedores sociales, del daño que causen por actos u omisiones contrarios a la ley o a los 
estatutos o por los realizados incumpliendo los deberes inherentes al desempeño del cargo, siempre y 
cuando haya intervenido dolo o culpa. 
La culpabilidad se presumirá, salvo prueba en contrario, cuando el acto sea contrario a la ley o a los 
estatutos sociales.” 
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socios o a terceros. Además, se realizará una breve explicación de los deberes que deben 
cumplir los administradores. 
(ii) En la segunda parte, se explicará la acción social de responsabilidad, regulada 
en los artículos 238 a 240 de la LSC. 
El objetivo de dicha acción es que los administradores reintegren el patrimonio de 
la sociedad por el daño que han causado con su actuación
3
. 
“En cuanto a los legitimados para el ejercicio de la acción social, la nota 
característica es que establece una legitimación sucesiva o en cascada, de carácter 
primario para la sociedad y subsidiario para la minoría (salvo en el caso que advertimos 
seguidamente) y los acreedores.”4 
Por lo tanto, se encuentran legitimados para ejercitar la acción social en primer 
lugar, la sociedad (artículo 238 de la LSC), en segundo lugar, con carácter subsidiario, 
el socio o socios que posean, individual o conjuntamente, una cuota del capital social 
que les permita solicitar la convocatoria de la junta, siempre y cuando concurran los 
requisitos estipulados en el artículo 239 de la LSC y, por último, subsidiariamente, los 
acreedores siempre y  cuando, la acción no se hubiese ejercitado por la sociedad, ni por 
los socios y cuando el patrimonio de la sociedad resultase insuficiente para la 
satisfacción de sus créditos, tal y como determina el artículo 240 de la LSC. 
No obstante, el párrafo segundo del artículo 239.1 de la LSC establece que el 
socio o socios que reúnan la cuota para solicitar la convocatoria de la junta, podrán 
ejercitar directamente la acción social cuando se fundamente en la infracción del deber 
de lealtad, es decir, no será necesario someter la decisión ante la junta general de la 
sociedad. 
En relación con lo dispuesto anteriormente, el apartado de la acción social se 
dividirá en cuatro subapartados: 
El primero de ellos, diferenciará ante que supuestos se debe ejercitar la acción 
social y la acción individual de responsabilidad dependiendo del tipo de daño que ha 
causado el administrador. 
                                                          
3
 Así lo establece la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 3433/2016 de 
13/07/2016. Thomson Reuters, Aranzadi. 
 
4
 MORENO BUENDÍA, F.J. “El contenido del acuerdo social de ejercicio de la acción social de 
responsabilidad. Especial referencia al ámbito subjetivo” en BRENES CORTÉS, J (Coord.), DÍAZ 
MORENO, A. (Dir.) y VÁZQUEZ CUETO J. C. (Dir.). Estudios sobre la responsabilidad de los 
administradores de las sociedades de capital a la luz de sus recientes reformas legislativas y 
pronunciamientos judiciales, Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor, 2018, pág. 269. 
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El segundo, explicará el ejercicio de la acción social de responsabilidad por la 
sociedad. El órgano competente para adoptar el acuerdo es la junta general de socios.  
El ejercicio de la acción social de responsabilidad por la propia sociedad se regula 
en el artículo 238 de la LSC. Asimismo, el mencionado artículo establece que, en 
cualquier momento, la junta general podrá renunciar o transigir al ejercicio de la acción, 
siempre que no se oponga a ello el 5% del capital social. 
Una vez se haya adoptado el acuerdo de transacción o el de ejercicio de la acción 
social se destituirá a los administradores afectados. 
Asimismo, la aprobación de las cuentas de la sociedad dispuesta en los artículos 
160.1.a) y 164.1 de la LSC no suponen una renuncia al ejercicio de la acción social. 
El tercer apartado, tratará la legitimación subsidiaria por parte del socio o los 
socios que ostenten el capital social para solicitar la convocatoria de la junta
5
, siempre y 
cuando se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 239 de la LSC. Asimismo, 
expondrá la legitimación directa de los socios que ostenten el mismo capital social que 
el mencionado anteriormente, para interponer la acción social en el caso de que la 
acción se apoye en la infracción por parte del administrador del deber de lealtad. 
El cuarto apartado, determinará la legitimación subsidiaria de los acreedores para 
interponer la acción social. Se trata de una legitimación subsidiaria de segundo grado, 
puesto que los mismos solamente podrán ejercitar la acción social en caso de que no lo 
haya hecho la propia sociedad o los socios mencionados en el apartado anterior y, 
siempre y cuando, el patrimonio de la sociedad resulte insuficiente ara la satisfacción de 
sus créditos (artículo 240 de la LSC). 
Tras esta breve introducción sobre el desarrollo del trabajo, se abordará la 
responsabilidad de administradores y se analizará la acción social para exigir 
responsabilidad a los administradores por el daño que causen al patrimonio de la 
sociedad. 
  
                                                          
5
 Atendiendo al artículo 168 de la LSC, el socio o los socios, que ostenten el 5% podrán solicitar la 
convocatoria de la junta. 
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II. LA RESPONSABILIDAD DE LOS ADMINISTRADORES  
 
1. La responsabilidad por daños y la responsabilidad por deudas 
 
La responsabilidad civil de los administradores se confecciona en función de dos 
bloques de normas: (i) por un lado, la responsabilidad por daños, encaminada a exigir a 
los administradores los perjuicios causados durante el transcurso de su mandato 
(artículos 236 y 237 de la LSC); (ii) por otro lado, la responsabilidad por deudas de las 
sociedades (artículo 367 de la LSC). 
 
1.1. La responsabilidad por daños 
 
Centrándonos en la responsabilidad por daños, la misma persigue la 
indemnización de los daños causados por la actuación culposa y dolosa de los 
administradores en el ejercicio de sus cargos. 
Atendiendo a lo estipulado en el artículo 236 de la LSC con las premisas 
generales de la responsabilidad civil, podemos afirmar que los presupuestos de 
responsabilidad de los administradores son los siguientes: 
En primer lugar, que el administrador haya incumplido sus obligaciones. En 
particular, el deber de diligencia y lealtad, y los deberes específicos contenidos en los 
mismos. 
En segundo lugar, que el incumplimiento sea imputable a título de culpa o dolo. 
En tercer lugar, que dicho incumplimiento haya provocado un daño, bien en el 
patrimonio de la sociedad (acción social de responsabilidad), bien a los intereses de 
socios o terceros (acción individual de responsabilidad). 
En cuarto lugar, que exista un nexo causal entre la conducta ilícita y culpable del 
administrador y el daño producido. 
6
 
Tras establecer los supuestos en los que se incurriría en responsabilidad, hay que 
atender a las acciones que activan dicha responsabilidad. 
La acción social de responsabilidad procede cuando la que padece las 
consecuencias lesivas de la conducta negligente o dolosa del administrador es la 
                                                          
6 “Responsabilidad” en Memento de Lefebvre de Administradores y Altos cargos directivos. Disponible 
en: https://acceso.qmemento.com/welcome.do?forward=qmemento (última consulta: 20 de noviembre de 
2019). 
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sociedad (artículos 238 a 240 de la LSC). Se trata de una acción “societaria”, en el 
sentido de que es una acción titularidad de la sociedad ejercida en interés o por cuenta 
de esta última.
7
 Tiene como presupuesto de hecho un daño al patrimonio social, causado 
por los actos y omisiones negligentes o dolosas de sus administradores en el ejercicio de 
su cargo. Su objeto es resarcir económicamente a la sociedad los daños y perjuicios 
causados. 
La LSC designa como legitimados activamente para la promoción de la acción 
social de responsabilidad, en primer lugar, a la propia sociedad (artículo 238 de la LSC), 
previo acuerdo de la junta general que puede ser adoptado a solicitud de cualquier socio, 
aunque no conste en el orden del día. La mayoría para la adopción de este acuerdo no 
puede ser distinta de la ordinaria. 
Con carácter subsidiario (artículo 239 de la LSC), ostentan legitimación activa 
el/los socio/s que posean una participación que les permita solicitar la convocatoria de 
la junta general (5% del capital social). Esta facultad de los socios entrará en juego 
cuando la sociedad no convocase la junta solicitada a tal fin, no entablase la acción en el 
plazo de un mes desde la adopción del acuerdo o cuando el mismo hubiese sido 
contrario a la exigencia de responsabilidad. Sin embargo, hay que tener en cuenta que 
según el artículo 239.1 de la LSC en su segundo párrafo, dichos socios podrán ejercitar 
la acción social sin necesidad de someter la decisión a la junta general cuando dicha 
acción se fundamente en la infracción del deber de lealtad. 
La acción individual de responsabilidad (artículo 241 de la LSC) surge cuando el 
daño se infringe directamente en el haber del socio o tercero, quienes entonces estarán 
legitimados para interponerla. 
La prescripción de este tipo de acciones se regula en el artículo 241.bis de la LSC, 
el cual establece un plazo de cuatro años para su interposición a contar desde la fecha en 
que pudo ejercitarse la acción. 
 
1.2. La responsabilidad por deudas 
 
Además de las acciones de responsabilidad que se acaban de exponer también 
existe en este ámbito una responsabilidad legal por deudas de la sociedad (artículo 367 
                                                          
7
 FAUS PUJOL, M. “Acción social de responsabilidad” en Práctico Sociedades Mercantiles de Vlex. 
Disponible en: https://2019.vlex.com/#/vid/accion-social-responsabilidad-380390110 (última consulta el 
24 de noviembre de 2019). 
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LSC). Ésta entra en juego cuando, estando la sociedad incursa en una causa de 
disolución (artículo 363 de la LSC), el administrador no ha convocado la junta en un 
plazo de dos meses para acordar su disolución o cuando, de no haberse podido celebrar 
dicha junta o ser el acuerdo contrario a la disolución, no haya instado judicialmente su 
disolución o el concurso, si procediere. 
La responsabilidad es solidaria entre los administradores y alcanza a las deudas 
posteriores al acaecimiento de la causa de disolución. 
Si no se revierte la causa de disolución y no se da cumplimiento a lo previsto en el 
artículo 367 de la LSC, el administrador será responsable solidario de las deudas 
sociales posteriores al acaecimiento de la situación de disolución. 
En cuanto a los presupuestos concretos de responsabilidad, podemos citar los 
siguientes: 
En primer lugar, la concurrencia de algunas de las causas de disolución previstas 
en la LSC, entre ellas, las pérdidas que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad 
inferior a la mitad del capital social. 
En segundo lugar, la omisión del deber de la convocatoria de junta de acuerdos de 
disolución (o solicitud judicial de disolución o concurso, si procediera) o remoción de 
sus causas. 
En tercer lugar, el transcurso de dos meses desde que concurre la causa de 
disolución. 
En cuarto lugar, la imputabilidad al administrador de la conducta pasiva. 
En quinto lugar, que la causa de disolución sea anterior a la deuda u obligación 
social, de modo que la deuda objeto de reclamación no debe ser tenida en cuenta para 
apreciar la existencia de dicha causa de disolución
8
. 
Si bien la acción social e individual de responsabilidad atendía a criterios 
subjetivos de imputación, en el caso de la responsabilidad por deudas nos encontramos 
ante una modalidad de responsabilidad objetiva. Esto es, basta con la relación de 
causalidad entre el daño y la conducta del administrador
9
. 
En relación con el plazo de prescripción, la acción prescribe a los cuatro años (art. 
949 del CCom.) y no al año (art. 1968.2 CC). 
                                                          
8
 Sentencia de la Audiencia Provincial de Albacete (Sección 1ª) núm. 71/2015 de 27/03/2015. Thomson 
Reuters, Aranzadi. 
 
9 Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 709/2008 de 11/07/2008. Thomson 
Reuters, Aranzadi. 
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1.3. La responsabilidad por daños y la acción social 
 
Dado que el presente trabajo se centrará en el análisis de la acción social, 
mediante la cual se exige responsabilidad a los administradores por los daños causados 
al patrimonio de la sociedad, se explicará en el apartado 2 siguiente el presupuesto 
objetivo de exigencia de la responsabilidad por daños, es decir, ante que presupuestos 
existe dicha responsabilidad (artículo 236.1 de la LSC) exponiendo, asimismo, los 
deberes que los administradores deben cumplir para no incurrir en responsabilidad y en 
el apartado 3 el presupuesto subjetivo de la responsabilidad por daños, es decir, a quién 
se le debe exigir responsabilidad (apartados 3, 4 y 5 del artículo 236 de la LSC). 
 
2. Responsabilidad por daños: presupuesto objetivo (breve alusión a los deberes 
de los administradores) 
 
“De acuerdo con lo establecido en el artículo 236.1 de la LSC, mediante el 
ejercicio de la acción social de responsabilidad, los administradores responderán frente 
a la sociedad, frente a los socios y frente a los acreedores sociales del daño que causen 
por actos u omisiones contrarios a la ley (actos ilegales), a los estatutos (actos 
antiestatutarios), o por los realizados incumpliendo los deberes inherentes al desempeño 
de su cargo, siempre y cuando haya intervenido dolo o culpa. Por tanto para que se 
pueda interponer la acción social de responsabilidad, los administradores deben haber 
incumplido sus obligaciones como administradores y, como consecuencia de ello, deben 
haber causado un daño a la sociedad.”10 
Asimismo el artículo 236.1 de la LSC establece que “la culpabilidad se presumirá, 
salvo prueba en contrario, cuando el acto sea contrario a la ley o a los estatutos 
sociales.” 
En este sentido, conviene realizar una breve explicación sobre los deberes que los 
administradores deben cumplir si no quieren incurrir en responsabilidad. Los deberes de 
los administradores son el deber de diligencia y el deber de lealtad. Los mismos se 
encuentran regulados en los artículos 225 a 232 de la LSC.  
El legislador, en la reforma de 2014 realizada en la LSC para la mejora del 
gobierno corporativo (Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica la Ley de 
                                                          
10
 MORENO BUENDÍA, F.J. “El contenido del acuerdo social de ejercicio de la acción social de 
responsabilidad. Especial referencia al ámbito subjetivo”, Op. Cit., pág. 269. 
13 
 
Sociedades de Capital para la mejora del gobierno corporativo), se ha encargado de 
regular tanto el deber de diligencia como el deber de lealtad de los administradores de 
manera más extensa y precisa que la dada por la regulación anterior.
11
 
 
2.1. El deber de diligencia 
 
Los administradores deben desempeñar el cargo y cumplir los deberes impuestos 
por las leyes y los estatutos con “la diligencia de un ordenado empresario”, según 
establece el art. 225 de la LEC. Es decir, aquella conducta que ha de ser acorde y 
adecuada para la consecución del fin social. 
La conducta que deben asumir los administradores es la que adopta un ordenado 
empresario en el sector concreto en el que realiza su comercio o actividad.
12
 
Los deberes específicos del deber de diligencia son: 
(i) Cumplimiento normativo: ley impone al administrador el cumplimiento de lo 
establecido en leyes y estatutos, siempre que se traten de obligaciones inherentes al 
cargo
13
. 
(ii) El deber de dedicación adecuada y de adoptar las medidas precisas: el 
administrador debe realizar una dedicación adecuada al bien social y, si constata 
cualquier deficiencia en la sociedad, debe tomar las medidas suficientes para redirigir 
las actividades de la empresa a la consecución del fin social con la mayor eficiencia 
posible. 
(iii) El deber de exigir información: Para cumplir de la manera más diligente y 
adecuada los deberes anteriormente comentados, la LSC en el apartado tercero del 
artículo 225 establece que “los administradores tienen el deber y el derecho de pedir, 
                                                          
11
 DÍAZ MORENO, A., Las reformas del régimen de sociedades de capital en la Ley 31/2014, 
Departamento de Gestión del Conocimiento de GÓMEZ-ACEBO & POMBO Madrid, 2015, págs. 28 a la 
34. 
 
12
 RAMOS HERRANZ, I. “El estándar mercantil de diligencia: El ordenado empresario”. Disponible en: 
https://www.boe.es/publicaciones/anuarios_derecho/abrir_pdf.php?id=ANU-C-2006-
10019500225_ANUARIO_DE_DERECHO_CIVIL_El_est%E1ndar_mercantil_de_diligencia:_el_ordena
do_empresario (última consulta: 15 de noviembre de 2019). 
 
13
 MARTÍNEZ-CORTÉS GIMENO J. “El deber de lealtad de los administradores de las sociedades no 
cotizadas”. Disponible en: https://app.vlex.com/#vid/deber-lealtad-administradores-sociedades-
655683501 (última consulta: 15 de noviembre de 2019). 
14 
 
recibir y acceder a la documentación, datos y hechos que están relacionados con la 
actividad de la sociedad para poder ejercer correctamente su cargo y sus funciones.”14 
El cumplimiento o infracción del mismo dependerá de las circunstancias en las 
que se encuentra cada administrador, pero se deberá tener en cuenta: la trascendencia de 
la propia decisión para la sociedad, el tiempo disponible para obtener más información, 
los costes de obtener información adicional y los conocimientos que los propios 
administradores tengan para evaluar la necesidad de disponer de más información.
15
 
La reforma de la LSC en 2014 introduce el concepto de business judgement rule 
en el artículo 226 de la LSC. Dicho artículo protege la discrecionalidad empresarial. 
“La finalidad de esta regla estriba en limitar la responsabilidad de los 
administradores por la toma de decisiones de carácter empresarial tomadas cumpliendo 
los requisitos transcritos en el artículo objeto de debate.”16 
La discrecionalidad empresarial no limita todas aquellas actuaciones llevadas a 
cabo por el administrador, es decir, “resulta necesario poner en relieve que el artículo 
226 de la Ley de Sociedades de Capital solo hace referencia a las decisiones estratégicas 
y de negocio sujetas a un cierto ámbito de discrecionalidad empresarial. Por tanto, la 
doctrina no entrará en juego cuando se trate de decisiones de otro tipo, tal como indica 
el apartado segundo del mismo. En consecuencia, no entrarán bajo el paraguas de 
protección la inacción negligente, las decisiones relativas a la gestión corporativa de la 
sociedad o aquellas que tengan por objeto autorizar las operaciones previstas en el 
artículo 230 de la LSC.”17 
Por lo tanto, se aplica la regla de la discrecionalidad a las decisiones tomadas por 
los administradores que cumplan los siguientes requisitos: 
                                                          
14URÍA MENÉNDEZ. “Guía Práctica sobre deberes y régimen de responsabilidad de los administradores 
en el ámbito mercantil.” Disponible en: 
http://www.uria.com/documentos/publicaciones/4558/documento/guia_UM.pdf?id=5679 (última 
consulta: 1 de noviembre de 2019). 
 
15
 Llebot Majó J. “Los deberes y la responsabilidad de los administradores” en ESTEBAN VELASCO G., 
FERNÁNDEZ SEIJO J.M., GARCÍA-CRUCES J.A., GUTÍERREZ RODRÍGUEZ M., JUSTE J., LARA 
R.,MACHADO PLAZAS J., MERCADER J.R., LLEBOT MAJÓ J.O., RONCERO A., SUÁREZ 
CORUJO B., VILLAR EZCURRA M., CAMPUZANO A. B. (Coord.), BELTRAN E. (Dir.) y ROJO A. 
(Dir.). La responsabilidad de los administradores de las sociedades mercantiles, Tirant lo Blanch. 
Valencia, 2016, pág. 74. 
 
16
 RODRÍGUEZ RIU, M. “La protección de la discrecionalidad empresarial en la Ley de Sociedades de 
Capital”. Disponible en: http://www.fabregasassociats.com/2840/ (última consulta: 16 de noviembre de 
2019). 
 
17
 RODRÍGUEZ RIU, M. Op. Cit. (última consulta: 16 de noviembre de 2019). 
15 
 
En primer lugar, debe existir una decisión estratégica de negocio. En segundo 
lugar, el administrador debe haber actuado de buena fe, es decir, para el interés de la 
sociedad y no el interés personal. Asimismo, debe haber actuado con información 
suficiente para adoptar la decisión. Por último, debe haber seguido los procedimientos 
establecidos en la ley y en los estatutos. 
 
2.2. El deber de lealtad 
 
En el artículo 227 de la LSC podemos encontrar el deber de lealtad de los 
administradores, que también se encuentra integrado en el contrato entre 
administradores y la sociedad.  
En lo que respecta el deber de lealtad, implica que el administrador, ante 
situaciones en las que puede beneficiar su interés personal, el de terceros o el de la 
empresa, escoja aquel que es más conveniente para el beneficio de esta última. 
En definitiva, es el deber consistente en el desempeño del cargo de administrador 
como un representante leal.
18
 
Teniendo en cuenta lo comentado anteriormente, el deber de lealtad se articula 
como un mecanismo en el que se protege el interés de los socios, debiendo el 
administrador anteponer el interés social al suyo propio. 
Asimismo, el artículo 227 de la LSC determina unos deberes específicos de 
lealtad. Estos son: 
(i) Deber de ejercer las facultades en concordancia con los fines de la sociedad. 
(ii) El deber de secreto 
(iii) Deber de abstención en situaciones de conflicto de interés 
(iv) Deber de desempeñar sus funciones con independencia 
(v) El deber de evitar conflictos de interés. 
Este último deber se desarrolla en el artículo 229 de la LSC. En el mencionado 
artículo se especifican qué medidas debe tomar el administrador ante tales situaciones. 
Este deber se extiende no solo situaciones a las que los administradores tienen conflicto 
                                                          
18
 SÁNCHEZ-CALERO, J. “La reforma de los deberes de los administradores y su responsabilidad”, en 
ARROYO VENDRELL, T., FELIU REY, J., LASTIRI SANTIAGO, M. RODRÍGUEZ DELGADO, J. P. 
y SÁNCHEZ-CALERO, J. (Dir.), Estudios sobre el futuro Código Mercantil: libro homenaje al profesor 
Rafael Illescas Ortiz. Universidad Carlos III de Madrid, Madrid, 2015, págs. 894 a la 917. 
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de interés directo con la sociedad, sino también cuando el conflicto afecta a las personas 
vinculadas con el administrador, las cuales se determinan en el artículo 231 de la LSC.
19
 
En concreto el deber de evitar conflictos de interés implica para el administrador: 
(a) La prohibición de realizar transacciones con la sociedad. 
(b) La prohibición de servirse del nombre de la empresa o de la figura de 
administrador para objetivos diferentes al fin social. 
(c) La prohibición de utilizar activos sociales. 
(d) La prohibición de aprovecharse de las oportunidades de negocio de la 
sociedad. 
(e) La prohibición de obtener ventajas de terceros. 
Atendiendo a lo estipulado en el artículo 230.1 de la LSC, los administradores 
deben comunicar cualquier conflicto de interés. La finalidad es que la sociedad evite 
cualquier perjuicio que surja a raíz de la aparición de un conflicto de interés para el 
administrador. 
Asimismo, el administrador debe comunicar tanto los conflictos de interés 
directos, esto es, los que afectan al interés personal del propio administrador, como los 
indirectos por afectar a persona vinculadas. 
El artículo 230.2 de la LSC prevé la dispensa por parte de la sociedad de 
determinadas actuaciones, a los administradores, o a una persona vinculada a ellos, 
(término definido en el artículo 231 de la LSC) para que puedan realizar una 
determinada transacción con la sociedad, usar ciertos activos sociales, aprovechar una 
concreta oportunidad de negocio u, obtener una ventaja o remuneración de un tercero. 
 
3. Responsabilidad por daños: presupuesto subjetivo 
 
3.1. El órgano de administración de la sociedad 
 
Atendiendo a lo establecido en el artículo 209 de la LSC, el órgano de 
administración son la persona o las personas que se ocupan de la funciones de gobierno, 
gestión y representación de la sociedad.
20
 En virtud de la definición anterior, sus 
                                                          
19 Artículo 229.2 de la LSC. “2. Las previsiones anteriores serán de aplicación también en el caso de que 
el beneficiario de los actos o de las actividades prohibidas sea una persona vinculada al administrador.” 
 
20“Órganos de administración de la sociedad mercantil” en Wolters Kluwer. Disponible en: 
https://n9.cl/xeyg (última consulta: 5 de noviembre de 2019). 
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actuaciones se distinguen en actuaciones internas y actuaciones externas. Las 
actuaciones internas son aquellas mediante las cuales el órgano de administración se 
encarga de administrar la sociedad llevando a cabo las actuaciones de gestión necesarias 
para desarrollar las actividades que constituyen en sí el objeto social de la empresa. Por 
otro lado, las actuaciones externas son aquellas mediante las cuales el órgano de 
administración representa a la empresa en el tráfico jurídico, es decir, en sus relaciones 
con terceros. 
Dentro de los distintos tipos de sociedades mercantiles existentes, la 
determinación del presupuesto subjetivo de la responsabilidad de los administradores en 
este trabajo se va a centrar, en la Sociedad Anónima no cotizada (en adelante, “S.A. n. 
c.”) y la Sociedad Limitada (en adelante, “S.L.”). 
La administración de la sociedad, tanto en la S.A. n. c., como en la S.L., según 
estipula el artículo 210 de la LSC, puede organizarse de distintas formas, a saber, (i) 
administrador único, (ii) administradores que actúen de manera solidaria, (iii) 
administradores que actúen de forma conjunta, es decir, mancomunada y (iv) por 
último, el consejo de administración. 
No obstante, cabe precisar que el mismo artículo mencionado anteriormente, 
realiza dos distinciones entre la S.A. n. c. y la S.L. En primer lugar, el segundo párrafo 
del artículo 210 de la LSC determina que en la S.A. n. c. cuando la administración 
conjunta se encomiende a dos administradores, será mancomunada, sin embargo en el 
caso de que se confíe a más de dos administradores constituirán un consejo de 
administración.
 21
 
En segundo lugar, el apartado tercero del artículo mencionado anteriormente, 
dispone que en la S.L., sus estatutos podrán fijar distintos modos de organizarse, y 
otorgarle a la junta general la facultad de optar por cualquiera de las formas, sin que ello 
conlleve una modificación de estatutos. 
A pesar de lo comentado en el apartado anterior, la actual redacción del apartado 
e) del artículo 23 de la LSC (modificado por la Ley 25/2011, de 1 de agosto, de reforma 
parcial de la Ley de Sociedades de Capital) no diferencia entre las S.L. y las S.A. n. c. 
por lo que se entiende que estas últimas también pueden establecer en sus estatutos 
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 Artículo 242 de la LSC: “[…] El consejo de administración estará formado por un mínimo de tres 
miembros.” 
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sociales distintos modos de organizar la administración de la sociedad
22
. En relación 
con todo lo anterior, también la redacción de la exposición de motivos de la LSC indica 
que el legislador pretende que la S.A. n. c. pueda determinar en sus estatutos sociales 
distintas formas de organizar la administración de una sociedad y que la junta general de 
accionistas pueda optar por las distintas alternativas dispuestas en los mismos
23
. 
El consejo de administración se encuentra regulado en los artículos 242 a 251 de 
la LSC. 
El artículo 249 de la LSC permite al consejo de administración designar de entre 
sus miembros a uno o varios consejeros delegados o comisiones ejecutivas. Dado que el 
objeto de este apartado es delimitar el presupuesto subjetivo de la responsabilidad de 
administradores. En el siguiente apartado se delimitará cual es la responsabilidad de los 
consejeros delegados o las comisiones ejecutivas de un consejo de administración. 
 
3.2. Los consejeros delegados y las comisiones ejecutivas 
 
Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 249 de la LSC el consejo de 
administración puede designar entre sus miembros a uno o varios consejeros delegados 
o comisiones ejecutivas, estableciendo el contenido, los límites y modalidades de 
delegación.  
El artículo 249 bis de la LSC enumera determinadas facultades que el consejo de 
administración no puede delegar
24
, por lo que las restantes facultades pueden ser 
delegadas por el consejo en uno o alguno de sus miembros. 
                                                          
22
 El artículo 23 e) de la LSC “En los estatutos que han de regir el funcionamiento de las sociedades de 
capital se hará constar: […] e) El modo o modos de organizar la administración de la sociedad, el 
número de administradores o, al menos, el número máximo y el mínimo, así como el plazo de duración 
del cargo y el sistema de retribución, si la tuvieren.” 
 
23
 Exposición de motivos de la LSC “En esta línea de actuación es igualmente importante la admisión de 
que los estatutos de las sociedades anónimas, en lugar de una rígida estructura del órgano de 
administración, puedan establecer dos o más modos de organización, facilitando así que, sin necesidad 
de modificar esos estatutos, la junta general de accionistas pueda optar sucesivamente por aquel que 
considere preferible, lo que supone un ahorro de costes del que hasta ahora sólo se beneficiaban las 
sociedades de responsabilidad limitada.” 
 
24 Artículo 249 bis de la LSC, Facultades indelegables: “El consejo de administración no podrá delegar en 
ningún caso las siguientes facultades: 
a) La supervisión del efectivo funcionamiento de las comisiones que hubiera constituido y de la actuación 
de los órganos delegados y de los directivos que hubiera designado. b) La determinación de las políticas y 
estrategias generales de la sociedad. c) La autorización o dispensa de las obligaciones derivadas del deber 
de lealtad conforme a lo dispuesto en el artículo 230. d) Su propia organización y funcionamiento. e) La 
formulación de las cuentas anuales y su presentación a la junta general. f) La formulación de cualquier 
clase de informe exigido por la ley al órgano de administración siempre y cuando la operación a que se 
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En este sentido, interesa delimitar el ámbito de la responsabilidad en de los 
consejeros y de los consejeros delegados o comisiones ejecutivas. 
“A pesar de la delegación, el órgano de administración mantiene incólume su 
ámbito de responsabilidad, como predica la STS de 1 de diciembre de 2008 -EDJ 
2008/234490-, en la que se reputa indiferente la existencia de delegación de funciones 
en determinados miembros del consejo de administración para la apreciación de la 
existencia de responsabilidad de sus integrantes: 
“El art. 133 LSA -EDL 1989/15265- se refiere como titulares de la 
responsabilidad que en él se establece a los «administradores» (o «miembros del órgano 
de administración»: art. 133.3 LSA). Esta cualidad la ostentan los nombrados como 
tales por la Junta general (art. 123 LSA). En consecuencia, los legitimados desde el 
punto de vista de la exigencia de responsabilidad son quienes ostentan esta condición, 
independientemente de que determinadas facultades del consejo de administración 
hayan sido delegadas en consejeros concretos, puesto que éstos actúan por mandato de 
los administradores o como gestores de éstos, y sólo cabe eximir a aquellos de 
responsabilidad en el caso de que, como prescribe el artículo 133.3 LSA, prueben que, 
no habiendo intervenido en la adopción y ejecución del acuerdo lesivo, desconocían su 
existencia o, conociéndola, hicieron todo lo conveniente para evitar el daño o, al 
menos, se opusieron expresamente a aquél.”25 (Énfasis añadido) 
En este sentido, también se pronuncia la Dirección General de Registros y 
Notariado en su resolución de 16 de julio de 2012: 
“La responsabilidad se concentrará en el administrador único, como órgano 
unipersonal de representación de la sociedad, en los administradores solidarios o 
mancomunados, o en el consejero delegado, caso de que exista. Pero para el caso de no 
existencia del consejero delegado o incluso existiendo éste, si el consejo toma acuerdos 
                                                                                                                                                                          
refiere el informe no pueda ser delegada. g) El nombramiento y destitución de los consejeros delegados 
de la sociedad, así como el establecimiento de las condiciones de su contrato. h) El nombramiento y 
destitución de los directivos que tuvieran dependencia directa del consejo o de alguno de sus miembros, 
así como el establecimiento de las condiciones básicas de sus contratos, incluyendo su retribución. i) Las 
decisiones relativas a la remuneración de los consejeros, dentro del marco estatutario y, en su caso, de la 
política de remuneraciones aprobada por la junta general. j) La convocatoria de la junta general de 
accionistas y la elaboración del orden del día y la propuesta de acuerdos. k) La política relativa a las 
acciones o participaciones propias. l) Las facultades que la junta general hubiera delegado en el consejo 
de administración, salvo que hubiera sido expresamente autorizado por ella para subdelegarlas.” 
 
25
 FACHAL NOGUER, N. “El régimen de responsabilidad del órgano de administración plural: en 
particular, el consejo de administración con funciones delegadas” en Elderecho.com. Disponible en: 
https://elderecho.com/regimen-responsabilidad-del-organo-administracion-plural-particular-consejo-
administracion-funciones-delegadas (última consulta: 5 de noviembre de 2019). 
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como tal, la Ley de Sociedades de Capital -EDL 2010/112805- impone una 
responsabilidad solidaria a todos los miembros del órgano de administración de la cual 
sólo pueden quedar excluidos aquellos que prueben que no han intervenido en la 
adopción del acuerdo y su ejecución y que, además, desconocían su existencia o que si 
la conocían «hicieron todo lo conveniente para evitar el daño o, al menos, se opusieron 
expresamente a aquél» (cfr. artículo 237 de la Ley de Sociedades de Capital)”. 
En conclusión, la existencia de consejeros delegados o comisiones ejecutivas, 
mantiene inmutable la responsabilidad del consejo de administración ya que actúan bajo 
su mando. 
Resulta una cuestión relevante, diferenciar la figura del consejero delegado de la 
de los apoderados generales y de la de alto cargo directivo, puesto que aunque sus 
funciones puedan ser similares, su condición a la hora de determinar la responsabilidad 
es distinta. En el siguiente apartado, definiremos el concepto de apoderado general, alto 
directivo y el concepto base por el cual se les puede exigir tanto que cumplan los 
deberes fiduciarios como responsabilidad por sus actuaciones. 
 
3.3. Administrador de hecho y extensión del concepto a otras figuras 
 
(i) El administrador de hecho 
 
La responsabilidad de administradores y el cumplimiento de los deberes 
fiduciarios no sólo resultan de aplicación a los administradores que han adquirido su 
condición por nombramiento y aceptación de su cargo (artículo 214 de la LSC), sino 
también a los administradores de hecho. 
El art. 236 de la LSC con la modificación realizada en el 2014 (Ley 31/2014, de 3 
de diciembre, por la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital para la mejora del 
gobierno corporativo), añade por primera vez la definición de administrador de hecho 
que viene a decir: “La responsabilidad de los administradores se extiende igualmente a 
los administradores de hecho. A tal fin, tendrá la consideración de administrador de 
hecho tanto la persona que en la realidad del tráfico desempeñe sin título, con un título 
nulo o extinguido, o con otro título, las funciones propias de administrador, como, en su 
caso, aquella bajo cuyas instrucciones actúen los administradores de la sociedad.” 
21 
 
Asimismo, la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 
224/2016 del 8 de abril de 2016 configura la línea jurisprudencial asentada para 
determinar el concepto de administrador de hecho.
26
 Así la sentencia dispone: 
“Conforme a esta jurisprudencia, la noción de administrador de hecho presupone 
un elemento negativo (carecer de la designación formal de administrador, con 
independencia de que lo hubiera sido antes, o de que lo fuera después), y se configura 
en torno a tres elementos caracterizadores:  
“[…] i) debe desarrollar una actividad de gestión sobre materias propias del 
administrador de la sociedad; ii) esta actividad tiene que haberse realizado de forma 
sistemática y continuada, esto es, el ejercicio de la gestión ha de tener una intensidad 
cualitativa y cuantitativa; y iii) se ha de prestar de forma independiente, con poder 
autónomo de decisión, y con respaldo de la sociedad.””27 (Énfasis añadido) 
 
(ii) El administrador oculto 
 
El administrador oculto es aquel que de forma intencionada esconde su condición 
de gestor e influye en las decisiones que toman los administradores de iure. De hecho, 
el artículo 236 de la LSC define al administrador oculto como aquel: “bajo cuyas 
instrucciones actúen los administradores de la sociedad”. 
                                                          
26 SANCHEZ-CALERO GUILARTE, J. “El Tribunal Supremo y la delimitación del administrador de 
hecho”. Disponible en: http://jsanchezcalero.com/el-tribunal-supremo-y-la-delimitacion-del-
administrador-de-hecho/ (última consulta: 10 noviembre de 2019). 
 
27
 La sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 224/2018 de 08/04/2016 
(Thomson Reuters, Aranzadi) fija doctrina jurisprudencial relativa a la figura de administrador de hecho: 
“esta Sala ha declarado que lo son [administradores de hecho] "quienes, sin ostentar formalmente el 
nombramiento de administrador y demás requisitos exigibles, ejercen la función como si estuviesen 
legitimados prescindiendo de tales formalidades, pero no a quienes actúan regularmente por mandato de 
los administradores o como gestores de éstos, pues la característica del administrador de hecho no es la 
realización material de determinadas funciones, sino la actuación en la condición de administrador con 
inobservancia de las formalidades mínimas que la Ley o los estatutos exigen para adquirir tal condición" ( 
sentencias 261/2007, de 14 de marzo (RJ 2007, 1793) ; 55/2008, de 8 de febrero ; 79/2009, de 4 de 
febrero ; 240/2009, de 14 de abril (RJ 2009, 2897) ; y 261/2007, de 14 de marzo ). Es decir, cuando la 
actuación supone el ejercicio efectivo de funciones propias del órgano de administración de forma 
continuada y sin sujeción a otras directrices que las que derivan de su configuración como órgano de 
ejecución de los acuerdos adoptados por la junta general. Conforme a esta jurisprudencia, la noción de 
administrador de hecho presupone un elemento negativo (carecer de la designación formal de 
administrador, con independencia de que lo hubiera sido antes, o de que lo fuera después), y se configura 
en torno a tres elementos caracterizadores: i) debe desarrollar una actividad de gestión sobre materias 
propias del administrador de la sociedad; ii) esta actividad tiene que haberse realizado de forma 
sistemática y continuada, esto es, el ejercicio de la gestión ha de tener una intensidad cualitativa y 
cuantitativa; y iii) se ha de prestar de forma independiente, con poder autónomo de decisión, y con 
respaldo de la sociedad.” 
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La diferencia con el administrador de hecho se encuentra en que, mientras el 
administrador de hecho actúa frente a terceros como administrador sin serlo (es decir, 
actúa como administrador de iure ante terceros), el administrador oculto es aquel que 
influye en las decisiones que adoptan los administradores pero, que oculta la labor de 
gestión que está realizando.
28
 
 
(iii) El administrador en los grupos de sociedades 
 
El artículo 42 del Código de Comercio define el concepto de grupo de sociedades 
como un conjunto de empresas en las cuales una empresa dominante posee el control 
mayoritario de otra empresa denominada dependiente
29
. 
En este sentido, cabe comentar que el Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 
1ª), en su sentencia núm. 695/2015 de 11 de diciembre, determina que, en el caso de los 
grupos de sociedades, los administradores de una sociedad filial han de velar por el 
interés social de la misma antes que por el interés del grupo. En este sentido, la 
sentencia afirma que cabe exigir responsabilidad al administrador de la sociedad filial 
en el caso de que vele por el interés del grupo antes que por el de la propia sociedad, 
aunque alegue que “la actuación que causó el daño a esta sociedad no fue adoptada por 
él sino, en palabras del recurrente, por la "cúpula dirigente" del grupo de sociedades, de 
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 BARTLE M. Y MARTÍNEZ SANZ, F. “Los administradores responsables” en ESTEBAN VELASCO 
G., FERNÁNDEZ SEIJO J.M., GARCÍA-CRUCES J.A., GUTÍERREZ RODRÍGUEZ M., JUSTE J., 
LARA R.,MACHADO PLAZAS J., MERCADER J.R., LLEBOT MAJÓ J.O., RONCERO A., SUÁREZ 
CORUJO B., VILLAR EZCURRA M., CAMPUZANO A. B. (Coord.), BELTRAN E. (Dir.) y ROJO A. 
(Dir.). La responsabilidad de los administradores de las sociedades mercantiles, Tirant lo Blanch. 
Valencia, 2016, pág. 74. 
 
29 Artículo 42 del Código de Comercio: “1. […] 
Existe un grupo cuando una sociedad ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de otra 
u otras. En particular, se presumirá que existe control cuando una sociedad, que se calificará como 
dominante, se encuentre en relación con otra sociedad, que se calificará como dependiente, en alguna de 
las siguientes situaciones: 
a) Posea la mayoría de los derechos de voto. 
b) Tenga la facultad de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de administración. 
c) Pueda disponer, en virtud de acuerdos celebrados con terceros, de la mayoría de los derechos de voto. 
d) Haya designado con sus votos a la mayoría de los miembros del órgano de administración, que 
desempeñen su cargo en el momento en que deban formularse las cuentas consolidadas y durante los dos 
ejercicios inmediatamente anteriores. En particular, se presumirá esta circunstancia cuando la mayoría de 
los miembros del órgano de administración de la sociedad dominada sean miembros del órgano de 
administración o altos directivos de la sociedad dominante o de otra dominada por ésta. Este supuesto no 
dará lugar a la consolidación si la sociedad cuyos administradores han sido nombrados, está vinculada a 
otra en alguno de los casos previstos en las dos primeras letras de este apartado. 
A los efectos de este apartado, a los derechos de voto de la entidad dominante se añadirán los que posea a 
través de otras sociedades dependientes o a través de personas que actúen en su propio nombre pero por 
cuenta de la entidad dominante o de otras dependientes o aquellos de los que disponga concertadamente 
con cualquier otra persona.” 
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la que el administrador sería un simple “mandatario””. Por lo que es inadmisible y 
contrario al principio de lealtad que actúe perjudicando a la sociedad filial en beneficio 
de la sociedad dominante.
 30
 
A pesar de lo anterior, el artículo 236 de la LSC reconoce la capacidad de 
considerar administrador de hecho a aquellos que no son nombrados como tal pero bajo 
cuyas instrucciones actúan los administradores. Por ello, existe la posibilidad de 
declarar responsables de la sociedad dependiente a los administradores de la sociedad 
dominante. 
Por ejemplo, la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) 
núm. 224/2016 de 8 de abril de 2016 comentada anteriormente, es un caso en el que 
Alto Tribunal trata de dilucidar si el órgano de administración de la sociedad dominante 
es el administrador de hecho de la sociedad dominada. 
En este sentido, las sociedades dominantes serán consideradas como 
administradores de hecho cuando cumplan los supuestos establecidos en sentencia del 
Tribunal Supremo citada en el párrafo anterior.
31
 
 
(iv) Los apoderados generales 
 
“El factor es el apoderado general dotado de poderes bastantes para realizar, en 
nombre y por cuenta del empresario, el giro o tráfico de la empresa correspondiente al 
empresario del que depende. Por tanto, se encuentra dotado, en términos generales, de 
facultades suficientes para hacerse cargo del negocio, administrándolo, dirigiéndolo y 
celebrando con terceros cuantos contratos sean oportunos o convenientes para la buena 
marcha del propio negocio.”32 
                                                          
30
 No obstante, el Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1º), en la misma sentencia núm. 695/2015 
de 11/12/2015, afirma que la existencia de un grupo de sociedades supone que, cuando se produzcan 
conflictos entre el interés del grupo y el interés particular de una de las sociedades que lo integran, deba 
buscarse un equilibrio razonable entre el interés de la sociedad filial y el interés del grupo. 
En virtud de lo anterior, el Tribunal Supremo establece la teoría de las “ventajas compensatorias” con el 
objeto de justificar que alguna actuación, aisladamente considerada, pueda suponer un perjuicio para la 
sociedad filial. “Se trata de realizar un balance de las ventajas facilitadas o las prestaciones realizadas en 
ambas direcciones (de la sociedad al grupo y del grupo a la sociedad) y concluir si existe o no un 
resultado negativo para la sociedad filial.” 
 
31“Administrador de hecho” en Wolters Kluwer. Disponible en: https://n9.cl/ot1a (última consulta: 10 de 
noviembre de 2019). 
 
32
 LASSALETTA GARCÍA, J. “El apoderado general o factor del empresario” en Derecho Mercantil. 
Disponible en: https://www.derechomercantil.info/2014/08/apoderado-general-factor.html (última 
consulta: 10 de noviembre de 2019). 
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En relación con esta figura, la jurisprudencia, en líneas generales, se inclina a 
considerar que no entran dentro del ámbito de aplicación de la responsabilidad de 
administradores. El Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) en su sentencia 
núm. 55/2008 de 8 de febrero de 2008 establece que “la condición de administradores 
de hecho no abarca, en principio a los apoderados […], siempre que actúen 
regularmente por mandato de los administradores o como gestores de estos.” 
Sin embargo, en el caso de que la conducta de dichos apoderados fuese autónoma 
(esto es, sin encontrarse bajo el mandato de los administradores), en materias que 
corresponde a los administradores y de manera continuada, es decir, cuando se cumplen 
los requisitos dispuestos en la sentencia núm. 224/2016 del 8 de abril del Tribunal 
Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª), efectivamente podrían ser considerados como 
administrador de hecho. 
 
(v) El alto cargo directivo 
 
Atendiendo a lo dispuesto en el Memento de Lefebvre
33
 la actividad de alto cargo 
directivo se define de la siguiente manera: 
(i) El alto directivo debe actuar con autonomía y plena responsabilidad siendo su 
única limitación las directrices del órgano de administración. 
(ii) Asimismo, debe tomar decisiones fundamentales de gestión de la actividad de 
la empresa. 
No obstante, cabe cuestionar si los administradores pueden ejercer labores de alta 
dirección considerándose dichas labores como un contrato laboral de alta dirección, o si 
por el contrario no cabe dicha posibilidad y debería regirse por una relación mercantil. 
En este sentido, hay que atender a la teoría del vínculo. Según la sentencia de la 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, núm. 
837/2015, de 8 de abril de 2015, en el ejercicio de las funciones de dirección y gerencia 
“la inclusión o exclusión del ámbito laboral no puede establecerse en función del 
contenido de la actividad, sino que debe realizarse a partir de la naturaleza del vínculo y 
de la posición de la persona que las desarrolla en la organización de la sociedad, de 
forma que si aquél consiste en una relación orgánica por integración del agente en el 
                                                          
33
 “Conceptos generales: El alto cargo directivo” en Memento de Lefebvre de Administradores y Altos 
cargos directivos. Disponible en: https://acceso.qmemento.com/welcome.do?forward=qmemento (última 
consulta: 15 de noviembre de 2019). 
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órgano de administración social, cuyas facultades son las que se actúan directamente o 
mediante delegación interna, dicha relación no será laboral.”34 
No obstante, si un tercero (no perteneciente al órgano de administración) es 
nombrado alto cargo directivo se trata de una relación laboral del artículo 1.3.c) del 
Estatuto de los Trabajadores, es decir, se trata de una relación laboral especial de alta 
dirección. 
En este sentido, el directivo podrá ser considerado administrador de facto, si 
cumple con los requisitos establecidos en el art. 236.3 de la LSC y en la sentencia del 
Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 224/2016 de 8 de abril de 2016, es 
decir, llevando a cabo tareas del órgano de administración de forma continuada y 
autónoma. 
Además, atendiendo a lo establecido en el artículo 236.4 de la LSC “cuando no 
exista delegación permanente de facultades del consejo en uno o varios consejeros 
delegados, todas las disposiciones sobre deberes y responsabilidad de los 
administradores serán aplicables a la persona, cualquiera que sea su denominación, que 
tenga atribuidas facultades de más alta dirección de la sociedad, sin perjuicio de las 
acciones de la sociedad basadas en su relación jurídica con ella”. 
 
3.4. Los administradores personas jurídicas: las personas físicas representantes 
 
El artículo 212.1 de la LSC establece que podrán ser designados como 
administradores tanto personas físicas como personas jurídicas. En el caso del 
administrador persona jurídica, la misma sociedad administradora debe nombrar a una 
persona física que realice todos los actos como administrador en su nombre (artículo 
212 bis de la LSC).  
En relación con la responsabilidad de los administradores, el artículo 236.5 de la 
LSC estipula que “la persona física designada para el ejercicio permanente de las 
funciones propias del cargo de administrador persona jurídica deberá reunir los 
requisitos legales establecidos para los administradores, estará sometida a los mismos 
deberes y responderá solidariamente con la persona jurídica administrador.” 
                                                          
34
 La teoría del vínculo resulta reforzada por la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, 
Sección1ª) núm. 98/2018 de 26/02/2018 (Thomson Reuters, Aranzadi) ya que establece que al consejero 
delegado, como administrador de la sociedad, no puede cobrar por la vía de alto directivo las funciones 
que tenía que realizar en su condición de administrador (ya que las funciones de alto cargo directivo sin 
inherentes al cargo de administrador) y su retribución debe constar en estatutos al igual que la de los 
consejeros. 
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III. LA ACCIÓN SOCIAL DE RESPONSABILIDAD 
 
Tras la introducción sobre la responsabilidad de administradores y la explicación 
sobre el presupuesto objetivo y el presupuesto subjetivo de la responsabilidad por 
daños, se analizará en profundidad la acción social de responsabilidad. 
Mediante la acción social se exigirá responsabilidad a los administradores (o 
cualquiera de las figuras vistas en el apartado II.3) por causar un perjuicio al patrimonio 
de la sociedad en cualquiera de los supuestos determinados en el artículo 236.1 de la 
LSC (explicados en el apartado II.2). 
 
1. Finalidad y diferencia con la acción individual de responsabilidad 
 
Tal y como anticipaba en el apartado anterior, “de acuerdo con la doctrina 
mayoritaria, corresponde entablar la acción social de responsabilidad (artículos 236 a 
240 LSC cuando la actuación del administrador ocasiona un daño al patrimonio de la 
sociedad. Es decir, su objetivo sería proteger el interés de la sociedad y, sólo 
indirectamente, el interés de los socios y terceros. El fundamento de la acción social 
sería, entonces, el incumplimiento del deber de administrar y su objetivo, lograr la 
reparación del daño ocasionado como consecuencia de dicho incumplimiento.”35 
Conviene explicar los diferentes supuestos en los que debe ejercitarse la acción 
social y la acción individual de responsabilidad. 
“La jurisprudencia y la doctrina han distinguido en el sistema legal de 
responsabilidad de los administradores sociales, que los daños se causen a la sociedad, o 
se causen a socios o terceros, generalmente acreedores; y en este último caso, que la 
lesión sea directa, o que sea indirecta, en cuanto refleja de la causada directamente a la 
sociedad.”36 
En relación con lo anterior, la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil 
Sección 1ª) núm. 312/2010 de 1 junio establece: 
                                                          
35 
CASANOVA TORRADO, M. J. La fundamentación de los fiduciary duties de los administradores de 
sociedades y sus consecuencias en la acción social de responsabilidad. Tesis doctoral. Pamplona, 2012, 
pág. 390. 
 
36
 “Diferencia entre acción social e individual” en ELDERECHO.COM. Disponible en: 
https://elderecho.com/diferencia-entre-accion-social-e-individual (última consulta el: 30 de noviembre de 
2019). 
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“25. La actuación de los administradores puede lesionar de forma más o menos 
directa e inmediata los intereses de la sociedad y, de forma refleja o indirecta, por un 
lado, los de los socios y, por otro, los de los acreedores que como garantía de la 
efectividad de sus créditos cuentan con el patrimonio social. 
26. Además, puede lesionar de forma directa los intereses de los socios o de 
terceros sin necesidad de lesionar intereses de la sociedad.” 
En este sentido, cabe afirmar que cuando se produce un nexo causal entre la 
actuación del administrador y la causa de un daño al patrimonio de la sociedad, la 
acción que ha de ejercitarse es la acción social. 
No obstante, en el caso de los socios y terceros surge una distinción entre la lesión 
directa o indirecta. Atendiendo al artículo 241 de la LSC
37
 la acción individual de 
responsabilidad se ejercitará cuando los administradores produzcan una lesión directa a 
los socios o terceros.
38
 Por lo tanto, ¿qué acción se deberá ejercitar cuando los 
administradores produzcan una lesión indirecta a los socios? 
La sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil Sección 1ª) núm. 667/2009, 
de 23 de octubre, expone que la acción individual de responsabilidad “exige daño 
"directo", y el acto lesivo aquí denunciado (venta de patrimonio social) no constituye un 
daño directo, sino "indirecto". Efectivamente, la incidencia negativa (objeto de 
denuncia) en el patrimonio del actor (socio) se produce por un daño al patrimonio 
social que repercute en su participación como socio, y no por una relación directa del 
acto ilícito (hipotético) con su patrimonio personal. Ello puede explicar la interposición 
de una acción social, pero es ajeno a una acción individual”. (Énfasis añadido) 
Así lo expone también, la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, 
Sección 1ª) núm. 3433/2016 de 13 de julio: 
“La exigencia de responsabilidad a los administradores por los daños causados a 
la sociedad se hace a través de la denominada acción social, que regula el art. 134 del 
                                                          
37
 Artículo 241 de la LSC. “Acción individual de responsabilidad. Quedan a salvo las acciones de 
indemnización que puedan corresponder a los socios y a los terceros por actos de administradores que 
lesionen directamente los intereses de aquellos.” 
 
38
 En este sentido, la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 3433/2016 de 13 
julio, expone: “La exigencia de responsabilidad por daños causados directamente a los socios o a terceros 
(señaladamente, a los acreedores) se hace a través de la denominada acción individual, que está regulada 
en el art. 135 del Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas (actualmente, art. 241 del Texto 
Refundido de la Ley de Sociedades de Capital. El texto del precepto explicita claramente el requisito del 
carácter directo de la lesión resarcible mediante el ejercicio de dicha acción, al disponer: "[n]o obstante 
lo dispuesto en los artículos precedentes, quedan a salvo las acciones de indemnización que puedan 
corresponder a los socios y a terceros por actos de los administradores que lesionen directamente los 
intereses de aquéllos." (Énfasis añadido). 
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Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas (actualmente, art. 238 del Texto 
Refundido de la Ley de Sociedades de Capital ). [...] 
Por esa razón, doctrina y jurisprudencia han excluido que mediante la acción 
individual pueda el socio exigir al administrador social responsabilidad por los daños 
que se produzcan de modo reflejo en su patrimonio como consecuencia del daño 
causado directamente a la sociedad. Para que pueda aplicarse el art. 135 del Texto 
Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas se requiere la existencia de un daño 
directo a los socios o a terceros. Si el daño al socio es reflejo del daño al patrimonio 
social solo puede ejercitarse la acción social de responsabilidad. En tal caso, la 
indemnización que se obtenga reparará el patrimonio social y, de reflejo, el individual 
de socios o terceros. [...]” (Énfasis añadido) 
Por ello, en aquellos casos en los que la conducta del administrador produzca 
daños a socios o a terceros indirectamente como consecuencia del daño causado a la 
sociedad, se deberá ejercitar la acción social. 
En conclusión, los requisitos para el ejercicio de la acción social son
39
: 
En primer lugar, la existencia de actos del administrador contrarios a la ley o a los 
estatutos, o realizados sin la diligencia debida, o vulnerando del deber de lealtad 
exigible a los administradores; 
En segundo lugar, la existencia de un daño a la sociedad
40
; 
En tercer lugar, que el daño sea imputable causalmente a la actuación del 
administrador.  
  
                                                          
39
 La sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 391/2012 de 25/06/2012, 
Thomson Reuters Aranzadi, la sentencia de la Audiencia Provincial de Pontevedra (Sección 1ª) núm. 
232/2016 de 05/05/2016, Consejo General del Poder Judicial, y la sentencia de la Audiencia Provincial de 
Pontevedra (Sección 1ª) núm. 318/2015 de 24/09/2015, Consejo General del Poder Judicial. 
 
40
 La sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid (Sección 28ª) núm. 307/2015 de 03/11/2015 
Thomson Reuters, Aranzadi considera, además, que el daño debe ser evaluable económicamente. 
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2. Ejercicio de la acción social de responsabilidad por la sociedad 
 
2.1. Órgano competente para la adopción del acuerdo: la junta general 
 
(i) Adopción del acuerdo por la junta general y otros supuestos específicos 
 
La legitimación activa del ejercicio de la acción social de responsabilidad se 
encuentra en los artículos 238, 239 y 240 de la LSC. Se trata de una legitimación 
escalonada, puesto que en primer lugar está legitimada la propia sociedad, en segundo 
lugar los socios minoritarios (legitimación subsidiaria de primer grado) y en tercer 
lugar, los acreedores (legitimación subsidiaria de segundo grado).
41
 
Por ello, en primer lugar, se abordará el ejercicio de la acción social por la propia 
sociedad y en los apartados 3 y 4 del título III del presente trabajo se abordará la 
legitimación por los socios minoritarios (legitimación subsidiaria de primer grado) y la 
legitimación por los acreedores (legitimación subsidiaria de segundo grado), 
respectivamente. 
Los artículos 160. b) y 238.1 de la LSC establecen que el órgano competente para 
acordar el ejercicio de la acción social es la junta general de la sociedad.
42
 En este 
sentido, la sociedad ostenta una legitimación de primer grado, si bien dicha legitimación 
no resulta ni exclusiva ni excluyente.
43
 
                                                          
41
 Atendiendo al párrafo segundo del artículo 239.1 de la LSC hay que tomar en consideración que en el 
caso de que los administradores infrinjan el deber de lealtad, los socios minoritarios, podrán entablar 
directamente la acción social de responsabilidad contra dichos administradores, sin tener que cumplir los 
supuestos determinados en el párrafo primero del citado precepto. 
 
42
 El artículo 160. b) de la LSC establece “Es competencia de la junta general deliberar y acordar sobre 
los siguientes asuntos: […] b) El nombramiento y separación de los administradores, de los liquidadores 
y, en su caso, de los auditores de cuentas, así como el ejercicio de la acción social de responsabilidad 
contra cualquiera de ellos.” 
Asimismo, el artículo 238.1 de la LSC “La acción de responsabilidad contra los administradores se 
entablará por la sociedad, previo acuerdo de la junta general, que puede ser adoptado a solicitud de 
cualquier socio aunque no conste en el orden del día. Los estatutos no podrán establecer una mayoría 
distinta a la ordinaria para la adopción de este acuerdo.” 
 
43 QUIJANO GONZÁLEZ, J. “Doctrina – comentario del artículo 238 de la Ley de Sociedades de 
capital” En APARICIO, M. L., ÁVILA DE LA TORRE, A., BATALLER GRAU, J., CAMPUZANO A. 
B., CASTELLANO RAMÍREZ, M. J., CURTO POLO, M., DÍAZ MORENO, A., EMPARANZA, A., 
ESPÍN GUTIÉRREZ, C., ESPINIELLA MENÉNDEZ A., ESTEBAN RAMOS, L. M., ESTEBAN 
VELASCO, G., FERNÁNDEZ PÉREZ, N., FUENTES M., GALLEGO, E., GARCÍA DE ENTERRÍA, 
J., GARCÍA-CRUCES, J. A., GARCÍA VICENTE, J. R., IRIBARREN, M., JUSTE MENCÍA, J., LA 
CASA GARCÍA, R., LARA, R., LEÓN, F., MACHADO, J., MADRAZO, J., MARTÍNEZ FLÓREZ, A., 
MONTERO GARCÍA-NOBLEJAS, P., MORALEJO MENÉNDEZ, I., MOYA BALLESTER, J., 
ORTUÑO BAEZA, M. T., PEÑAS MOYANO, B., PEÑAS MOYANO, M. J., PERDICES, A., 
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Asimismo, no existe ningún precepto que determine la naturaleza de la junta, por 
lo que dicha junta puede ser ordinaria o extraordinaria, convocada o universal. 
Cabe concretar que atendido a lo dispuesto en el artículo 239.1 de la LSC, si los 
administradores no convocasen la junta general solicitada para adoptar el acuerdo de 
ejercicio de la acción social, se encontraría legitimada la minoría (legitimación 
subsidiaria de primer grado), para entablar directamente la acción de responsabilidad. 
Además, el mismo artículo 238.1 de la LSC afirma que el acuerdo de ejercitar la 
acción social puede ser adoptado a solicitud de cualquier socio aunque no conste en el 
orden del día. “La no necesidad de que figure en el orden del día la promoción de la 
responsabilidad social dada la habilitación legislativa que se le concede a la Junta 
general para adoptar dicho acuerdo al margen de los asuntos programados pretende, sin 
duda, salir al paso del bloqueo o de las maniobras dilatorias que, en otro caso, pudieran 
ejercer los administradores como encargados de confeccionar el orden del día.”44 
Por otro lado, cabe detallar unos supuestos específicos en los que podría surgir la 
duda de quien se encuentra legitimado para interponer la acción social. 
En los supuestos de disolución de la sociedad, en el periodo de liquidación, es la 
propia junta general quien también ostenta legitimación para adoptar el acuerdo de 
ejercitar la acción social. En este sentido sentencia de la Audiencia Provincial de 
Pontevedra (Sección 1ª) núm. 519/2019, de 1 octubre, afirma lo siguiente: 
“Ciertamente, el examen de la demanda permite observar que se presenta por la 
procuradora Sra. Sanabria Delgado en nombre de "Representaciones Ordusil, S.L.", sin 
que se haya hecho constar expresamente, como debería, la mención " en liquidación ". 
Mas esta omisión no afecta a la legitimación activa de la sociedad que, como se ha 
expuesto, conserva su personalidad jurídica (art. 371.2 LSC) y sigue siendo titular de la 
relación jurídica en cuya virtud actúa, es decir, en reclamación de los daños y 
perjuicios que se dicen ocasionados por la actuación desleal del que fuera 
                                                                                                                                                                          
PILOÑETA, L. M., QUIJANO GONZÁLEZ, J., RIBAS FERRER, V., SÁENZ GARCÍA DE ALBIZU, 
J. C., SÁEZ LACAVE, M. I., SALELLES, J. R., SÁNCHEZ PACHÓN, L..A., TIRADO, I., 
VALPUESTA GASTAMINZA, E., VAQUERIZO ALONSO, A., VÁZQUEZ CUETO, J. C., VEIGA, A. 
B., ZUBIRI DE SALINAS, M., BELTRÁN, E. (COORD.) Y ROJO, A. (COORD). Comentario de la Ley 
de Sociedades de Capital. Tomo I y II, Civitas, Cizur Menor, 2011, pág. 1.708. 
 
44
 LARA, R. “Los acción social de responsabilidad: ejercicio por la sociedad” en ESTEBAN VELASCO 
G., FERNÁNDEZ SEIJO J.M., GARCÍA-CRUCES J.A., GUTÍERREZ RODRÍGUEZ M., JUSTE J., 
LARA R.,MACHADO PLAZAS J., MERCADER J.R., LLEBOT MAJÓ J.O., RONCERO A., SUÁREZ 
CORUJO B., VILLAR EZCURRA M., CAMPUZANO A. B. (Coord.), BELTRAN E. (Dir.) y ROJO A. 
(Dir.). La responsabilidad de los administradores de las sociedades mercantiles, Tirant lo Blanch. 
Valencia, 2016, pág. 108. 
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administrador solidario de la entidad. La indicación " en liquidación " tiene por objeto 
asegurar que los terceros que se relacionan o puedan relacionarse con la sociedad 
conozcan la situación en que se encuentra, garantizando así una actuación transparente 
en el proceso de liquidación, lo que aquí no se cuestiona dado que el demandado 
participó en la junta en la que se adoptó el acuerdo de disolución y liquidación.” 
(Énfasis añadido) 
Por último, respecto al concurso de acreedores de la sociedad, el artículo 48 quáter 
de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (en adelante, la “LC”) establece que 
“declarado el concurso, corresponderá exclusivamente a la administración concursal el 
ejercicio de las acciones de responsabilidad de la persona jurídica concursada contra sus 
administradores, auditores o liquidadores”. Por lo tanto, en este caso la legitimación 
para ejercitar la acción social es de la administración concursal. 
 
(ii) Posibilidades de la junta general ante el planteamiento del ejercicio de la acción 
social 
 
Ante el planteamiento del ejercicio de la acción de responsabilidad la junta 
adoptará una de las siguientes decisiones (a) un acuerdo favorable al ejercicio de la 
acción social, (b) acuerdo contrario al ejercicio de la acción social, (c) un acuerdo de 
renuncia, (d) un acuerdo de transacción o (e) no discutir sobre el asunto planteado y por 
lo tanto, no tomar ninguna decisión.
45
 
En primer lugar, en cuanto al acuerdo favorable, no supone el fin del escalón de 
legitimación para acordar el ejercicio de la acción social puesto que atendiendo al 
artículo 239.1 de la LSC cuando la sociedad no entable la acción social en el plazo de 
un mes desde que tomó el acuerdo de ejercitar la misma, los socios minoritarios que 
ostenten al menos un 5% del capital social podrán entablar directamente la acción de 
responsabilidad (legitimación subsidiaria de primer nivel). 
En segundo lugar, la junta puede adoptar un acuerdo contrario al ejercicio de la 
acción social. Dicho acuerdo, según lo estipulado en el artículo 239.1 de la LSC in fine 
permitiría a los socio minoritarios que ostenten mínimamente el 5% del capital social a 
entablar la acción social de responsabilidad. 
                                                          
45
 ESTEBAN VELASCO, G. “La acción social y la acción individual de responsabilidad contra los 
administradores de las sociedades de capital” en Estudios de derecho judicial, núm. 24, 1999, págs. 67 y 
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En tercer lugar, la junta podrá adoptar un acuerdo de renuncia a la acción de 
responsabilidad (artículo 238.2 de la LSC). En los supuestos de renuncia existe el 
llamado derecho de oposición, es decir, si el socio o los socios que representen el 5% 
del capital social se opusiesen a acordar el acuerdo de renuncia, no sería posible aprobar 
el mismo. El acuerdo de renuncia se explicará con más detalle posteriormente. 
En cuarto lugar, el acuerdo de transacción implica que la junta general aprueba un 
convenio con los administradores con el fin de que estos últimos reintegren el 
patrimonio dañado a la sociedad. En este sentido, desde mi punto de vista, el acuerdo de 
transacción para adoptar el acuerdo de transacción no resulta necesario haber adoptado 
previamente un acuerdo favorable al ejercicio de la acción social
46
. Asimismo, en el 
caso del acuerdo de transacción, el socio o socios que ostenten el 5% del capital social 
podrán oponerse, lo cual implica de que ocurra lo anterior, no se tomará el acuerdo de 
transacción. Al igual que la renuncia, el acuerdo de transacción se desarrollará con más 
detalle posteriormente. 
Por último, respecto a no discutir sobre el asunto planteado, coexisten dos 
corrientes doctrinales sobre este tema en el caso de que el acuerdo de ejercitar la acción 
social no conste en el orden del día. 
La primera de ellas establece que en el caso de que la sociedad no entre a debatir 
el acuerdo de ejercicio de la acción social, cuando el mismo no se encuentra en el orden 
del día, no sería un acuerdo contario al ejercicio de la acción social. No obstante, ciertos 
autores consideran que la minoría podría solicitar convocatoria a la junta general a fin 
de que la misma abordase el ejercicio de la acción social y, en el caso de que los 
administradores no convocasen la junta general o que la junta general adoptase un 
acuerdo contrario al ejercicio de la acción social, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 
239.1 de la LSC, los socios que ostentasen el 5% del capital social se encontrarían 
legitimados para interponer la acción social directamente
47
.  
La segunda de ellas, coincidiendo con mi punto de vista, afirma que en el caso de 
que la junta no debatiese sobre el ejercicio de la acción social, se legitima a los socios 
minoritarios (legitimación subsidiaria de primer grado) para entablar a acción social de 
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responsabilidad al considerarse como un acuerdo contrario al ejercicio de la acción 
social
48
. 
 
(iii) Quórum y mayoría para la aprobación del acuerdo de ejercitar la acción social 
 
El artículo 238.1 de la LSC establece que para tomar el acuerdo de entablar la 
acción social “los estatutos no podrán establecer una mayoría distinta a la ordinaria para 
la adopción de este acuerdo.” 
En este sentido, el mencionado artículo remite a los artículos generales sobre 
adopción de acuerdos. 
En primer lugar, respecto a la sociedad anónima, el artículo 193 de la LSC 
establece que el quórum para que quede constituida válidamente la junta en primera 
convocatoria es del 25% del capital suscrito con derecho a voto (presente o 
representado) y en segunda convocatoria será válida la constitución de la junta 
cualquiera que sea el capital concurrente a la misma (a no ser los estatutos sociales 
dispongan un quórum determinado). 
En relación con lo anterior, el artículo 201 de la LSC dispone que “en las 
sociedades anónimas, los acuerdos sociales se adoptarán por mayoría simple de los 
votos de los accionistas presentes o representados en la junta, entendiéndose adoptado 
un acuerdo cuando obtenga más votos a favor que en contra del capital presente o 
representado.” 
Por otro lado respecto a la sociedad limitada, atendiendo al artículo 198 de la 
LSC
49
, el acuerdo se adoptará por mayoría de votos válidamente emitidos, siempre que 
los votos válidamente emitidos correspondan al menos a un tercio del capital social. 
Asimismo, no se computarán los votos en blanco. 
                                                          
48
 JUSTE MENCÍA, J. y MASSAGUER J. “Doctrina – comentario del artículo 239 de la Ley de 
Sociedades de capital” en ALFARO ÁGUILA-REAL J., DÍAZ MORENO A, LEÓN SANZ F. J., 
MASSAGUER J., RECALDE CASTELLS A., GONZÁLEZ ROUCO, C. (Colab.) y JUSTE MENCÍA J. 
(Coord.). Comentario de la reforma del régimen de las sociedades de capital en materia de gobierno 
corporativo (Ley 31/2014) [Sociedades no cotizadas], Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor, 2015. 
Disponible en: https://proview.thomsonreuters.com/ (última consulta el: 3 de diciembre de 2019) y 
SÁNCHEZ CALERO, F. Los administradores en las sociedades de capital, Civitas, Pamplona, 2007. 
Disponible en: https://proview.thomsonreuters.com/ (última consulta el: 3 de diciembre de 2019). 
 
49
 Artículo 198 de la LSC “En la sociedad de responsabilidad limitada los acuerdos sociales se adoptarán 
por mayoría de los votos válidamente emitidos, siempre que representen al menos un tercio de los votos 
correspondientes a las participaciones sociales en que se divida el capital social. No se computarán los 
votos en blanco” 
34 
 
Aunque la propia LSC, al contrario que con las sociedades anónimas, no 
establezca un artículo concreto en el que determine el quórum de asistencia, el artículo 
198 ya determina que deberá comparecer a la junta, presente o representado, 
mínimamente un tercio del capital social para que se pueda tomar un acuerdo. 
En este sentido, cabe apreciar que las abstenciones y los votos nulos, no se 
entenderán como votos válidamente emitidos a efectos del artículo 198 de la LSC. No 
obstante, los votos en blanco sí se computan como votos válidamente emitidos ya que el 
socio ha votado bajo una libre elección de su propio criterio. Por ello, dichos votos no 
serán computados para la formación de la mayoría, pero sí que serán tomados en cuenta 
como votos válidamente emitidos a efectos de constituir el tercio del capital social 
establecido en el artículo 198 de la LSC.
50
 
Respecto al socio que a su vez es administrador, este no tiene la obligación de 
abstenerse a votar el acuerdo de ejercicio de la acción social de responsabilidad. En este 
sentido el 228 de la LSC establece que el deber de lealtad de administrador le obliga a 
“c) Abstenerse de participar en la deliberación y votación de acuerdos o decisiones en 
las que él o una persona vinculada tenga un conflicto de intereses, directo o indirecto. Se 
excluirán de la anterior obligación de abstención los acuerdos o decisiones que le 
afecten en su condición de administrador, tales como su designación o revocación para 
cargos en el órgano de administración u otros de análogo significado” (Énfasis 
añadido). Desde mi perspectiva, el ejercicio de la acción social supone un acuerdo o 
decisión que afecta a su condición de administrador. 
Asimismo, artículo 190.3 de la LSC sobre conflictos de intereses de los socios 
dispone que “3. En los casos de conflicto de interés distintos de los previstos en el 
apartado 1, los socios no estarán privados de su derecho de voto. No obstante, cuando 
el voto del socio o socios incursos en conflicto haya sido decisivo para la adopción del 
acuerdo, corresponderá, en caso de impugnación, a la sociedad y, en su caso, al socio o 
socios afectados por el conflicto, la carga de la prueba de la conformidad del acuerdo al 
interés social. Al socio o socios que impugnen les corresponderá la acreditación del 
conflicto de interés. De esta regla se exceptúan los acuerdos relativos al nombramiento, 
el cese, la revocación y la exigencia de responsabilidad de los administradores y 
cualesquiera otros de análogo significado en los que el conflicto de interés se refiera 
exclusivamente a la posición que ostenta el socio en la sociedad. En estos casos, 
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corresponderá a los que impugnen la acreditación del perjuicio al interés social.” 
(Énfasis añadido). 
En conclusión, los socios que a su vez son administradores pueden votar en 
relación con el ejercicio de la acción social de responsabilidad.
51
 
 
(iv) Contenido y forma del acuerdo 
 
Por otro lado, el contenido del acuerdo de junta en el que adopte la decisión de 
ejercitar la acción social de responsabilidad debe limitarse a identificar (i) contra qué 
administradores se va a ejercitar la acción de responsabilidad (no es necesario 
identificarlos nominativamente, pero hay que establecer un criterio que permita 
identificarlos) y (ii) cual es el comportamiento antijurídico por el que se les va a exigir 
dicha responsabilidad, sin que sea necesario un grado de especificación tan grande que 
detalle todas las razones de la ilicitud de la conducta.
52
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Tras detallar el contenido del acuerdo cabe comentar la forma en la que se debe 
probar dicho contenido. Normalmente al ser un acuerdo tomado en junta dicho acuerdo 
será recogido en un acta de la junta en virtud de los artículos 202 de la LSC y 26 del 
Código de Comercio (en adelante, el “CCom”). 
No obstante, “el acta de la junta general no es el único medio para probar la 
existencia de un acuerdo y su contenido. Se trata de un atestado, exigido por la Ley, que 
hace fe de los acuerdos contenidos en ella hasta que no se pruebe su inexactitud o 
falsedad. El acta no se exige ni ad solemnitatem ni tampoco ad probationem, en el 
sentido de ser el único medio de prueba que acredita la adopción del acuerdo por la 
junta general de accionistas, de modo que, por una parte, la fuerza probatoria del acta 
podrá desvirtuarse con cualquier otra prueba y, por otra, la no constancia en acta de un 
acuerdo no afectará, en principio, a su existencia, validez o eficacia. Resulta pues 
factible que los acuerdos que no consten en el acta sean probados por cualquier otro 
medio admisible en derecho.”53 
 
(v) Impugnación del acuerdo 
 
Respecto a la impugnación de acuerdo, hay que diferenciar entre el acuerdo 
contrario a entablar la acción social y el acuerdo de la junta que decide entablar la 
acción social. 
En primer lugar, el acuerdo contrario a entablar la acción social, no resulta 
susceptible de impugnación. Así lo establece la jurisprudencia en la sentencia del 
Tribunal Supremo (Sala de lo Civil Sección 1ª) núm. 286/2015 de 2 de junio la cual 
afirma: 
“Tiene razón la sociedad recurrente cuando afirma que con el acuerdo impugnado 
«lo que la junta rechaza por mayoría es el ejercicio de las acciones de responsabilidad 
contra los administradores». Pero no puede negarse que se trate de un acuerdo, pues se 
decide que la sociedad no ejercite la acción social de responsabilidad contra los 
administradores por haberse cobrado unas retribuciones que no les correspondían, al 
haber quedado sin efecto el acuerdo social que las acordó. 
[…] 
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La improcedencia de la impugnación de este acuerdo radica en que la Ley ya 
prevé cómo se puede recabar el auxilio judicial para contradecir lo acordado y hacer 
efectivo lo pretendido con el acuerdo. Más que su impugnación, la Ley contempla que 
los accionistas minoritarios que tengan un 5% del capital social puedan, en ese caso en 
que la junta rechaza el ejercicio de las acciones de responsabilidad por parte de la 
sociedad, ejercitar directamente la acción social de responsabilidad, de forma 
subsidiaria y en interés de la sociedad. 
Por esta razón, este concreto acuerdo que rechazaba el ejercicio de las acciones 
de responsabilidad contra los administradores, propuesto en el punto 7º del orden del 
día, no era susceptible de impugnación, y por consiguiente no podía anularse.” (Énfasis 
añadido).
54
 
Sin embargo, desde mi punto de vista, el argumento mantenido por el Tribunal 
Supremo, solamente tiene sentido en el caso de que traten de impugnar el acuerdo el 
socio o socios que ostenten un porcentaje del capital social suficiente para solicitar la 
convocatoria de la junta (es decir, un 5%). Esto se debe a que pueden impugnar los 
acuerdos sociales los socios que ostenten solo un 1% del capital social, por lo que el 
socio o socios que posean menos del 5% del capital social y un porcentaje superior al 
1% quedarían desprotegidos en caso de impedirse la impugnación del acuerdo. El 
motivo de la mencionada desprotección es que estos últimos tampoco se encontrarían 
legitimados para interponer la acción social. Por lo tanto, desde mi punto de vista, estos 
socios que ostentan menos del 5% podrán impugnar el acuerdo, siempre y cuando, se 
cumplan los requisitos de los artículos 204 a 206 de la LSC. 
Por otro lado, respecto al acuerdo de entablar la acción social de responsabilidad, 
“cabría la posibilidad de que cualquier socio o legitimado --incluso el administrador--, 
pudiera impugnar el acuerdo. No vemos que existan obstáculos para admitir la 
invocación de cuestiones de índole formal --como defectos en la convocatoria, o 
cómputo de mayorías--, cuya estimación determinaría la nulidad del acuerdo y por tanto 
la pérdida del presupuesto para poder ejercer la acción social (SAP de Baleares de 
2.02.2016).”55 
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No obstante, cuando el motivo de la impugnación es la falta de viabilidad de la 
acción ya que no concurren los requisitos para entablar la misma, en la práctica las 
Audiencias Provinciales, no han admitido resolverlo mediante la vía de la 
impugnación.
56
 
 
(vi) Efectos de la adopción del acuerdo de entablar la acción social 
 
Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 238.3 de la LSC “el acuerdo de promover 
la acción o de transigir determinará la destitución de los administradores afectados.” 
Dicha destitución, es automática tal y como afirma sentencia del Tribunal Supremo 
(Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 760/2011, de 4 de noviembre: 
“1) La sentencia de 30 diciembre 1997 (RJ 1997, 9192), de la que se hace eco la 
183/2009 de 27 marzo (RJ 2009, 3288) , afirma que "La destitución del administrador 
contra el que se acuerda el ejercicio de la acción social de responsabilidad tiene 
carácter automático y ha de matizarse, en relación, con lo argumentado por la sentencia 
de instancia que tal medida es simplemente la traducción en términos jurídicos de la 
ruptura de la relación de confianza depositada por los socios en el administrador, sin 
que más allá de tal consecuencia haya de verse en ello una sanción, no obstante, lo cual 
el ejercicio torticero de la acción, acreditado por la sentencia, que ponga fin al asunto 
puede ser causa de indemnización de los daños y perjuicios originados al administrador, 
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en particular, cuando tal acción se revele como un medio de defraudar las prescripciones 
estatutarias. "” (Énfasis añadido) 
Dicha destitución solo afecta a aquellos administradores contra los que la junta 
general interponga la acción social. 
En virtud de lo anterior la junta, en su caso, deberá cubrir las vacantes generadas 
por la separación de los administradores contra los que se haya acordado entablar la 
acción social de responsabilidad nombrando nuevos administradores o modificar el 
sistema de administración para adecuarlo a la realidad. En el caso de que la sociedad 
nombre nuevos administradores, dicho nombramiento podrá no constar en el orden del 
día, tal y como ocurre con el acuerdo de entablar la acción social, puesto que el mismo 
sería una de las consecuencias producidas por el acuerdo de entablar la acción social.
57
 
“La destitución de los administradores se producirá como definitiva, aun en el 
supuesto de que, ejercitada la acción social de responsabilidad, se desestime 
judicialmente la demanda de la sociedad; es decir, aun en el caso de que el Juez declare 
que la acción social de responsabilidad carece de fundamento, los administradores 
separados no serán repuestos por ello en sus puestos.”58 
En el caso de que existan administradores suplentes (art. 216 de la LSC y arts. 
94.4 y 147.2 del Reglamento del Registro Mercantil (en adelante el “RRM”)), ocuparán 
el puesto de las vacantes salvo que la junta revoque los mismos y nombre a nuevos 
administradores titulares. 
Asimismo, en el caso de que el órgano de administración estuviese compuesto por 
un Consejo de Administración en una sociedad anónima se podría aplicar el sistema de 
cooptación dispuesto en el artículo 244 de la LSC
59
. 
 
2.2. La ejecución del acuerdo 
 
El acuerdo de entablar la acción social de responsabilidad contra los 
administradores no implica que la acción quede inmediatamente ejercitada. Por lo tanto, 
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dicho acuerdo implica una autorización para entablar la acción social contra aquellos 
administradores que se haya dispuesto en el propio acuerdo. 
En este sentido, la acción social de responsabilidad podrá ser entablada ante los 
tribunales competentes (i) por los administradores que no han resultado destituidos 
(siempre y cuando atendiendo al modo de organizar la administración de la sociedad los 
administradores que no hayan sido destituidos puedan tomar un acuerdo), (ii) por los 
administradores nombrados tras la destitución de los administradores contra los que se 
haya tomado el acuerdo de ejercitar la acción social o (iii) por unos apoderados en 
virtud de un acuerdo de apoderamiento para promover la acción social. 
No obstante, dado que el apoderamiento para representar a la sociedad procede del 
órgano de administración en virtud del artículo 233 de la LSC, será éste quien tenga que 
ceder dicho poder de representación. Por lo tanto, si la totalidad de los administradores 
han sido destituidos, la junta general deberá nombrar unos nuevos sin que la misma 
pueda asumir la administración ni otorgar apoderamientos generales tal y como dispone 
la Resolución de la Dirección General de Registros y Notariado de 24 de junio de 
1993.
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Por otro lado, respecto al tipo de procedimiento que ha de seguir la acción de 
responsabilidad de los administradores no se detalla en la propia Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil (en adelante, la “LEC”) por lo que la misma debe 
tramitarse por los cauces juicio declarativo que corresponda por razón de la cuantía que 
se reclame en la demanda
61
. 
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de Sociedades de Capital. Tomo I y II, Civitas, Cizur Menor, 2011, pág. 1.682. 
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Asimismo, al tratarse de una acción de carácter civil, la jurisdicción competente es 
la civil y en virtud, del artículo 86 ter. 1. 6º de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial (en adelante, la “LOPJ”)62 el juzgado ante el cual se debe interponer la 
demanda es el mercantil. 
Respecto al plazo de interposición de la acción social de responsabilidad el 
artículo 241 bis de la LSC dispone que “la acción de responsabilidad contra los 
administradores, sea social o individual, prescribirá a los cuatro años a contar desde el 
día en que hubiera podido ejercitarse.” 
El dies a quo del plazo de cuatro años comienza desde el cese del administrador 
derivado del ejercicio de la acción social, si bien debe entenderse el día de inicio del 
cómputo del plazo de prescripción aquél en el que el cese es conocido por el 
demandante, es decir en el momento de la inscripción
63
, salvo mala fe del demandante o 
conocimiento efectivo por éste del cese. 
Estos criterios se encuentran resumidos en el Auto del Tribunal Supremo (Sala de 
lo Civil Sección 1ª) del 30 de septiembre de 2015, el cual afirma: 
“[…] respecto al "dies a quo" [día inicial] del cómputo del referido plazo de 
cuatro años, que queda fijado en el momento del cese en el ejercicio de la 
administración por cualquier motivo válido para producirlo, si bien se retrasa la 
determinación del "dies a quo" a la constancia del cese en el Registro Mercantil cuando 
se trata de terceros de buena fe ( artículos 21.1 y 22 del Código de Comercio y 9 del 
Reglamento del Registro Mercantil ( RCL 1996, 2112 ) ), con fundamento en que solo a 
partir de la inscripción registral puede oponerse al tercero de buena fe el hecho del cese, 
dado que el legitimado para ejercitar la acción no puede a partir de ese momento negar 
su desconocimiento. Este criterio extensivo no resulta aplicable cuando se acredita la 
mala fe del tercero o que el afectado tuvo conocimiento anterior del cese efectivo.” 
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 “Artículo 86 ter. 1. Los Juzgados de lo mercantil conocerán de cuantas cuestiones se susciten en 
materia concursal, en los términos previstos en su Ley reguladora y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
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 En este sentido se expone en la sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, Sección 1ª) núm. 
700/2010 de 11/11/2010 (Thomson Reuters, Aranzadi): 
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Mercantil.” (Énfasis añadido). 
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2.3. Los acuerdos de transacción y renuncia 
 
(i) Introducción 
 
Tal y como he adelantado anteriormente, la junta general también puede acordar 
la transacción y la renuncia de la acción social (art. 238.2 de la LSC). 
Conviene recordar que el acuerdo de transacción supone que la sociedad llega a 
un acuerdo bilateral con los administradores, mediante el cual se aprueba un convenio 
para que los mismos reintegren al patrimonio de la sociedad el daño que le han 
producido y a cambio, la sociedad no acuerda ejercitar la acción social contra ellos, no 
ejercita la acción social contra ellos o finaliza el procedimiento judicial interpuesto 
contra ellos. Dicho acuerdo se puede tomar tanto si no se ha ejercitado la acción ante el 
tribunal competente, como si se encuentra en un momento del procedimiento en el que 
pueden llegar a un acuerdo
64
.  
Por otro lado, el acuerdo de renuncia
65
 implica que la sociedad abandona, de 
forma definitiva y expresa, el derecho a reclamar a los administradores la 
indemnización por el daño que han causado.
66
 
Hay que tener en cuenta que atendiendo a lo dispuesto en el artículo 238.2 de la 
LSC ambos acuerdos pueden ser tomados por la junta excepto cuando se opusieran 
aquellos socios que representen el 5% del capital social. 
Asimismo, cabe comentar, que el acuerdo de transacción o de renuncia puede ser 
parcial, es decir, frente a uno o parte de los administradores.
67
 
No obstante, hay que tener en cuenta que atendiendo al artículo 1146 del CC, 
aunque la sociedad no pueda ejercitar la acción social contra el administrador que haya 
acordado una renuncia o transacción de la misma, el administrador que haya satisfecho 
la indemnización de los daños realizados al patrimonio social dispondrá de una acción 
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 Artículo 19 de la LEC. 
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 La sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia (Sección 4ª) núm. 268/2017 de 04/05/2017 
(Thomson Reuters, Aranzadi) afirma: En primer lugar, la renuncia es competencia exclusiva de la junta 
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 Artículo 20 de la LEC. 
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 LARA, R. “Los acción social de responsabilidad: ejercicio por la sociedad”, Op. Cit., pág. 132. 
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de regreso contra el resto de administradores, pero siempre teniendo en cuenta el modo 
de organización de la administración.
68
 
 
(ii) Momento de adopción de los acuerdos 
 
El principal tema de controversia respecto a estos dos acuerdos surge al 
determinar cuándo se deben adoptar estos dos acuerdos. 
 
(a) El acuerdo de renuncia  
 
Respecto al acuerdo de renuncia, atendiendo al artículo 238.2 de la LSC, la 
literalidad del artículo dispone que dicho acuerdo se puede tomar en cualquier 
momento. No obstante, resulta un tema controvertido.  
El primer debate que surgió sobre el momento en el cual se debía ejercitar esta 
acción surgió en (i) si se debía acordar una vez la acción social había sido ejercitada 
ante los tribunales o (ii) si se podía acordar en una fase extrajudicial tras haber adoptado 
el acuerdo de ejercitar la acción social por la junta general. 
La doctrina mayoritaria asume que la acción de renuncia se puede acordar tras el 
acuerdo de junta de ejercicio de la acción social, sin resultar necesario que dicha acción 
se interponga ante los tribunales.
69
 
En este sentido, el propio artículo 238.4 de la LSC establece que “la aprobación 
de las cuentas anuales no impedirá el ejercicio de la acción de responsabilidad ni 
supondrá la renuncia a la acción acordada o ejercitada.” (Énfasis añadido). Por lo 
tanto, queda claro que dicha acción puede interponerse tanto en una fase extrajudicial 
como judicial. 
Por otro lado, ¿Cabe que dicha acción se interponga sin que haya un acuerdo de 
ejercicio previo al igual que el acuerdo de transacción? La doctrina mayoritaria, 
interpreta que la acción de renuncia solo tiene sentido tras haber acordado el ejercicio de 
la acción de responsabilidad en junta. 
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 DÍAZ ECHEGARAY, J.L. Op. Cit., págs. 290 y 291. 
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 En este sentido, POLO SÁNCHEZ, E. Comentario al Régimen de las sociedades mercantiles. Civitas, 
Madrid, 1992, pág. 331, DÍAZ ECHEGARAY, J. L. La responsabilidad civil de los administradores de la 
sociedad anónima. Editorial Montecorvo, Madrid 1995, págs. 426 a 429., LARA, R. “Los acción social de 
responsabilidad: ejercicio por la sociedad” Op. Cit., pág. 129. y SÁNCHEZ CALERO, F., Op. Cit., 
(última consulta el: 11 de diciembre de 2019). 
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Uno de los argumentos utilizados para defender la anterior línea es que así como 
el acuerdo de transacción implica la destitución de los administradores (artículo 238.3 
de la LSC), no ocurre lo mismo con el acuerdo de renuncia ya que se presupone que con 
anterioridad se ha acordado el ejercicio de la acción social en el que se ha destituido a 
los mismos. 
Asimismo, tal y como queda la redacción del artículo 238.4 de la LSC, 
anteriormente comentado, se interpreta que la finalidad de la norma es que la renuncia 
solo puede interponerse tras tomar el acuerdo de ejercicio de la acción social (“la 
aprobación de las cuentas anuales no impedirá el ejercicio de la acción de 
responsabilidad ni supondrá la renuncia a la acción acordada o ejercitada.”) 
No obstante, existe otra línea doctrinal que, de acuerdo con mi opinión, resulta 
contrario a la anterior idea y afirma que “la responsabilidad de los administradores se 
desencadena apenas se produce un daño ligado por una relación de causalidad a un 
comportamiento –activo u omisivo– ilícito y culpable. Es en ese momento y no desde la 
adopción del acuerdo favorable a la exigencia de responsabilidad, en el que nace el 
derecho sustantivo al resarcimiento de los daños y, con él, la acción para exigir su 
cumplimiento. A partir de entonces, la sociedad puede disponer de aquél, transigiendo 
o renunciando. El acuerdo por el que se decida el ejercicio de la acción –e, 
implícitamente, se reconozca la actuación responsable de los administradores– cumple 
una función bien distinta, como es la de integrar uno de los requisitos procesales para 
la válida emanación de una sentencia de fondo (cfr. arts. 416 y 425LEC). Se trata de un 
presupuesto necesario, no para el nacimiento del derecho al resarcimiento de los 
daños, sino para el válido ejercicio de la acción ante los tribunales.”70 (Énfasis 
añadido)
71
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 En este sentido también la sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia (Sección 4ª) núm. 268/2017 
de 04/05/2017 (Thomson Reuters, Aranzadi) que dispone: 
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inclusive con anterioridad, si con ello se pretende dotar de seguridad a los implicados, pero eso sí, 
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En conclusión, en virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, podemos afirmar 
que el acuerdo de renuncia puede ser tomado incluso antes de acordar el ejercicio de la 
acción. Dicha afirmación se fundamenta en las siguientes razones: 
En primer lugar, tal y como empezábamos el discurso de este apartado, el propio 
tenor del artículo 238.2 de la LSC determina que en cualquier momento la junta podrá 
transigir o renunciar al ejercicio de la acción. 
Asimismo, respecto a lo establecido en el artículo 238.3 de la LSC, el hecho de 
que el acuerdo de renuncia no implique la destitución de los administradores no supone 
que anteriormente haya habido un acuerdo de ejercicio de la acción social por parte de 
la junta. El propio significado del acuerdo de renuncia, no evidencia que haya una 
ruptura del vínculo de confianza entre la sociedad y el administrador, puesto que supone 
la voluntad de la sociedad de “abandonar, de manera definitiva y expresa, el derecho a 
reclamar a los administradores la indemnización del daño”. 
Por último, respecto a lo dispuesto en el artículo 238.4 de la LSC, la función del 
mismo es impedir una exoneración indirecta de los administradores, por lo tanto, lo que 
evita es una renuncia tácita. 
Asimismo, sería posible que el acuerdo de renuncia se tome en la misma junta en 
la que se acuerde el ejercicio de la acción social.
72
 
No obstante, dado que el ejercicio de la acción social puede estar no incluido en el 
orden del día ¿Qué ocurría con el acuerdo de transacción? 
El acuerdo de renuncia debe constar en el orden del día. Asimismo, el acuerdo de 
renuncia no es una excepción del artículo 174 de la LSC.
73
 
En este sentido, los argumentos para entender que debe estar incluido en el orden 
del día son: 
En primer lugar, la finalidad de los artículos 223 y 238.1 de la LSC es distinta a la 
del 238.2 de a LSC, ya que los dos primeros pretenden evitar que el administrador 
adopte conductas obstruccionistas para adoptar ambos acuerdos. Sin embargo, los 
                                                                                                                                                                          
siempre que los hechos que pudieran generar responsabilidad hayan tenido lugar y sean conocidos en sus 
extremos esenciales.” (Énfasis añadido) 
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46 
 
administradores tendrán una conducta muy favorable para que la junta general adopte el 
acuerdo de renuncia ya que les exonera de responsabilidad. 
En relación con lo anterior, la problemática de la renuncia no se centra en la 
conducta de los administradores, sino en la conducta de los socios mayoritarios que han 
nombrado al administrador y quieran blindarle de la responsabilidad. Por ello, para 
garantizar el derecho de oposición del socio o socios que constituyen un 5% resulta 
imprescindible que conste en el orden del día. 
En segundo lugar, los artículos 223 y 238.1 de la LSC son excepciones expresas a 
lo dispuesto en el artículo 174 de la LSC por lo que su interpretación no se puede 
extender a la transacción o a la renuncia.
74
 
No obstante, la renuncia se puede acordar mediante junta universal (art. 178 de la 
LSC) lo cual implica que no existe una convocatoria formal mediante la cual se haga 
publicidad de lo dispuesto en el orden del día, pero todos los socios se reúnen aceptando 
por unanimidad la celebración de la reunión y debatir la propuesta de renuncia. En este 
caso, sigue siendo de aplicación el derecho de oposición por el 5% del capital social. 
 
(b) El acuerdo de transacción 
 
Respecto al acuerdo de transacción el propio artículo 238.2 de la LSC establece 
que “en cualquier momento la junta general podrá transigir y renunciar al ejercicio de la 
acción, siempre que no se opusieren a ello socios que representen el cinco por ciento del 
capital social” (énfasis añadido). Atendiendo a la literalidad del precepto, se puede 
concluir que el acuerdo de transacción se puede tomar en cualquier momento. No 
obstante, hay múltiples puntos de vista sobre este tema. 
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En primer lugar, hay que determinar si el acuerdo de transacción se puede tomar 
anteriormente a tomar el acuerdo del ejercicio de la acción social o se debe tomar tras el 
mismo. 
En este sentido, ciertos autores argumentan que no es posible acordar la 
transacción sin haber acordado previamente el ejercicio de la acción social. Asimismo, 
ambos coinciden en que dicho acuerdo debe tomarse en una junta diferente de la que se 
acuerda el ejercicio de la acción social
75
. 
Por otro lado, existe otra línea contraria a la anterior opinión (coincidiendo con mi 
parecer) que concluye que “la transacción no supone necesariamente la preexistencia de 
un acuerdo social de planteamiento de la responsabilidad de los administradores, ya que 
resulta posible que la Junta general adopte un acuerdo transigiendo con los 
administradores que pudieran resultar afectados a fin de evitar no sólo la provocación de 
un pleito (transacción extrajudicial) o su continuación -poniendo fin al mismo una vez 
comenzado (transacción judicial)-, sino la propia adopción de un acuerdo de entablar la 
citada acción de responsabilidad (transacción, asimismo, extrajudicial).”76 
En este sentido, la transacción es un contrato mediante el cual se evita la 
celebración de un juicio o se pone fin al mismo (artículo 1809 del CC) por lo que no 
habiendo ninguna norma que lo impida, nada imposibilita que el acuerdo de transacción 
se tome antes que el acuerdo de ejercitar la acción social con la finalidad reflejada en el 
párrafo anterior. Asimismo, analizando el artículo 238.3 de la LSC, se refuerza la 
anterior postura que el propio acuerdo de transigir destituye a los administradores. Por 
lo tanto, atendiendo a lo que indica la propia ley, no tendría sentido añadir que el 
acuerdo de transacción destituye a los administradores (cuando el acuerdo de ejercitar la 
acción social tiene el mismo efecto) si el legislador no estuviese pensando en la 
posibilidad de que el acuerdo de transacción fuera anterior al del ejercicio de la acción 
social. 
Además, también sería posible tomar el acuerdo de transacción en la propia junta 
general en la que se toma el acuerdo de ejercitar la acción.
77
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Tras concretar lo anterior, surge una duda. Dado que el ejercicio de la acción 
social de responsabilidad puede ser acordada sin que conste en el orden del día ¿qué 
ocurre con el acuerdo de transacción? 
Respecto a este tema, también controvertido para la doctrina, existen dos 
vertientes. 
La primera vertiente, opina que en la primera junta en la que se toma el acuerdo 
de ejercitar la acción social, al no tener obligación la sociedad de incluir en el orden del 
día el ejercicio de la acción social, si los socios tomasen el acuerdo de transacción en la 
misma junta general, no sería necesario que este constase en el orden del día.
 78
 
No obstante, atendiendo a lo dispuesto en la renuncia, considero que los 
argumentos comentados anteriormente para la renuncia serían aplicables también a la 
transacción. 
En este sentido, en primer lugar, cabe incidir en que la finalidad de los artículos 
223 y 238.1 de la LSC es distinta a la del 238.2 de a LSC, ya que los dos primeros 
pretenden evitar que el administrador adopte conductas obstruccionistas para adoptar 
ambos acuerdos. Sin embargo, los administradores tendrán una conducta muy favorable 
para que la junta general adopte el acuerdo de transacción. 
En segundo lugar, los artículos 223 y 238.1 de la LSC son excepciones expresas a 
lo dispuesto en el artículo 174 de la LSC por lo que su interpretación no se puede 
extender a la transacción o a la renuncia. 
Por último, al igual que he comentado en el acuerdo renuncia, el acuerdo de 
transacción se puede acordar mediante junta universal (art. 178 de la LSC). 
 
(iii) Efectos de la adopción del acuerdo de transacción o de renuncia 
 
(a) El acuerdo de renuncia 
 
El efecto principal de la adopción del acuerdo de renuncia es la extinción 
definitiva del derecho que se ha renunciado. No obstante, tendrá distintas 
consideraciones dependiendo del momento en el que se haya adoptado dicho acuerdo. 
En primer lugar, si la renuncia se produce antes de haber iniciado un 
procedimiento ante los tribunales (antes o después de que la junta general haya tomado 
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el acuerdo de ejercicio de la acción social) el resarcimiento del daño por parte de los 
administradores quedará extinguido. No obstante, al ser un acuerdo adoptado en el 
ámbito extraprocesal dicho acuerdo no desplegará efectos de cosa juzgada. En este 
sentido, una futura demanda frente a los administradores se admitiría a trámite y el 
proceso continuaría. No obstante, en la sentencia se absolverá al administrador o 
administradores demandados. Estos últimos son quienes deberán demostrar el acuerdo 
de renuncia tomado por la junta. 
Por otro lado, respecto al acuerdo de renuncia tomado una vez ejercitada la acción 
ante un tribunal y durante la pendencia del proceso, el mismo concluirá mediante 
sentencia absolutoria (artículo 20.1 de la LEC) que adquirirá la eficacia de cosa 
juzgada.
79
 
Por lo tanto, tras el acuerdo de renuncia ni la sociedad, ni los socios minoritarios 
(legitimación subsidiaria de primer nivel) podrán ejercitar de nuevo la acción social. 
Por último, respecto a los acreedores (legitimación subsidiaria de segundo nivel), 
en el caso de que la junta acuerde la renuncia de la acción en vía extrajudicial, los 
acreedores podrán ejercitar la acción social.
80
 No obstante en el caso de renuncia 
judicial, los acreedores no podrán interponer la acción social basada en los mismos 
hechos. 
 
(b) El acuerdo de transacción 
 
Respecto al acuerdo de transacción, también ha distinguirse el acuerdo de 
transacción extrajudicial (anterior a la interposición de la acción) y el acuerdo de 
transacción judicial. 
El acuerdo de transacción extrajudicial, evita la celebración de un pleito por la vía 
convencional. Por lo tanto ocurrirá lo mismo que con el acuerdo de renuncia 
extrajudicial, ya que aunque puedan interponer ante los tribunales la acción social, el 
propio tribunal dictará sentencia desestimatoria debido a la transacción celebrada por 
vía convencional. Por lo tanto, el acuerdo de transacción impide que pueda entablarse 
con posterioridad una acción judicial. 
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Por otro lado, respecto al acuerdo de transacción judicial, el mismo implica la 
terminación del proceso sin sentencia, ya que el tribunal homologará dicho acuerdo 
(artículo 19.2 de la LEC).
81
 
Asimismo, al igual que en el acuerdo de renuncia, el acuerdo de transacción 
impide que la sociedad o los socios minoritarios (legitimación subsidiaria de primer 
nivel) puedan interponer la acción social ante un tribunal. 
Finalmente, en relación a los acreedores, en primer lugar, respecto a la transacción 
extrajudicial, dado que los administradores han compensado total o parcialmente el 
patrimonio de la sociedad dañado esta es oponible a los acreedores, bien extinguiendo la 
acción en caso de compensación total, bien aminorando la indemnización reclamada por 
los mismos
82
. En segundo lugar, respecto a la transacción judicial homologada por un 
juez, no sería posible que los acreedores interpusiesen la acción por los mismos hechos. 
 
(iv) Derecho de oposición de la minoría 
 
El artículo 238.2 in fine de la LSC dispone que “en cualquier momento la junta 
general podrá transigir o renunciar al ejercicio de la acción, siempre que no se 
opusieron a ello socios que representen al menos el cinco por ciento del capital social.” 
(Énfasis añadido) 
Dicho porcentaje debe entenderse referido al capital suscrito. Asimismo, la 
oposición al acuerdo debe constar de forma expresa.
83
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En este sentido, dentro del 5% podrían oponerse los socios sin voto, dado que 
atendiendo al artículo 102 de la LSC, les corresponden los mismos derechos que al resto 
de socios. Por lo tanto, los mismos tendrán derecho a proteger el interés social. 
Respecto a los socios o accionistas morosos, “puesto que la voluntad del moroso 
no es tenida en cuenta para producir un acuerdo ordinario, con mayor motivo debe ser 
excluido de entre quienes tienen el poder excepcional de determinar el interés social con 
preferencia a la mayoría, como sucede en el caso que comentamos.”84 
El ejercicio del derecho de oposición de la renuncia y la transacción llevaría 
aparejada diferentes consecuencias dependiendo de si (i) la acción de responsabilidad 
estuviese entablada judicialmente, (ii) si se hubiese acordado el ejercicio de la acción 
social mediante junta o (iii) si no se hubiese acordado el ejercicio de la acción social. 
En el primer supuesto, es decir, si la acción de responsabilidad se hubiese 
entablado judicialmente, en el caso de que la minoría se opusiese a la renuncia o a la 
transacción de la acción, se continuaría con el proceso judicial. 
En el segundo supuesto, si la minoría se opusiese a la renuncia o a la transacción, 
la acción social se debería entablar ante el juzgado correspondiente en el plazo de un 
mes, y si no la entablasen, la minoría tendría derecho a entablar directamente la acción 
social (art. 239.1 de la LSC). 
En tercer y último lugar, si no se hubiese acordado la acción social, la sociedad 
debería adoptar un acuerdo favorable o desfavorable al ejercicio de la acción social. 
Por lo tanto, la oposición a la renuncia o a la transacción no permite a los socios 
minoritarios entablar la acción social, sino que obliga a la sociedad a continuar el 
procedimiento o a entablar la acción social. 
Convendría destacar sobre lo anteriormente expuesto la opinión de un autorizado 
autor
85
, el cual expone que en los casos en los que la minoría se opone a la propuesta de 
renuncia, dicho supuesto se puede equiparar al que se plantea cuando la junta acuerda 
no entablar la acción social. Es decir, el caso planteado, se podría equiparar a un 
                                                                                                                                                                          
ejercitada), de modo que no será suficiente, para manifestar esa oposición, que la minoría vote en blanco 
o se abstenga respecto al acuerdo de transacción o renuncia.” (Énfasis añadido) 
 
84
 JUSTE J. “La legitimación de la minoría y de los acreedores para el ejercicio de la acción social” en 
ESTEBAN VELASCO, G., FERNÁNDEZ SEIJO, J.M., GARCÍA-CRUCES J.A., GUTÍERREZ 
RODRÍGUEZ, M., JUSTE J., LARA GONZÁLEZ, R., MACHADO PLAZAS, J., MERCADER, J.R., 
LLEBOT MAJÓ, J.O., RONCERO, A., SUÁREZ CORUJO, B., VILLAR EZCURRA, M., 
CAMPUZANO, A. B. (Coord.), BELTRAN, E. (Dir.) y ROJO, A. (Dir.). La responsabilidad de los 
administradores de las sociedades mercantiles, Tirant lo Blanch. Valencia, 2016, pág. 170. 
 
85
 GÁNDIA PÉREZ, E. Op. Cit., págs. 273 y 274. 
52 
 
supuesto de acuerdo contrario a la exigencia de responsabilidad y por ello, la minoría 
del artículo 239.1 de la LSC se encontraría legitimada para entablar la acción social (i) 
en el caso de que la junta hubiese acordado ejercitar la acción social (sin esperar el 
plazo de un mes) y (ii) en el caso de que la junta no hubiese acordado el ejercicio de la 
acción, la junta no tendría que convocar una junta para ejercitar la acción social, sino 
que la minoría se encontraría legitimada para interponer la misma (entiendo que dicha 
teoría sería también aplicable al supuesto de transacción). 
No obstante, aunque la teoría expuesta por dicho autor resulta innovadora y 
mucho más práctica, entiendo que la propia Ley dispone explícitamente los casos en los 
que tiene legitimidad la minoría y la oposición de la renuncia (aunque a efectos 
prácticos pueda llegar a entenderse como un acuerdo contrario ya que los socios 
minoritarios no llegarán a un punto de encuentro) no supone un acuerdo contrario al 
ejercicio de la acción social. 
En el caso de que no existiese oposición al acuerdo de renuncia y transacción, 
aplicaría lo dispuesto en el apartado (iii) anterior. 
 
2.4. La eficacia de la aprobación de cuentas en el ejercicio de la acción social 
 
El artículo 238.4 de la LSC dispone que “la aprobación de las cuentas anuales no 
impedirá el ejercicio de la acción ni supondrá la renuncia a la acción acordada o 
ejercitada.” 
Atendiendo a los artículos 160.1.a) y 164.1 de la LSC la junta general debe 
aprobar la gestión social, las cuentas anuales y la aplicación del resultado. 
En este sentido, la finalidad del artículo, tal y como se comentaba anteriormente, 
supone que no se produzca una renuncia implícita de la responsabilidad de 
administradores, ya que las cuentas son formuladas por ellos y al aprobarlas se podría 
confundir con una aprobación de la conducta que ha realizado un perjuicio a la 
sociedad.  
 “La razón de ser de este precepto se encuentra en considerar que la aprobación de 
las cuentas anuales por la junta general, dada la limitada información que sobre los 
hechos que recogen esos documentos tiene la propia junta, no puede significar un quitus 
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que elimine la eventual responsabilidad en la que pueden haber incurrido los 
administradores.”86 
Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 238 de la LSC, dado que este solo hace 
mención a la aprobación de las cuentas, con la aprobación de la gestión social, ¿se 
impediría el ejercicio de la acción social?  
En este sentido, “ni el principio de coherencia interpretativa, ni la propia 
naturaleza de este acuerdo, abonan esa solución: si el acuerdo de aprobación de las 
cuentas, normalmente más preciso y revelador, no tiene ese efecto, no es razonable que 
lo tenga un acuerdo más genérico, como suele serlo el de aprobación de la gestión; este 
acuerdo, además, supone un juicio de valor favorable a la tarea desarrollada por los 
administradores con carácter general, pero no una declaración precisa de inexistencia de 
daños y perjuicios concretos que pudiera equivaler a la no exigencia de responsabilidad. 
Obsérvese también que el acuerdo de aprobación de la gestión está relacionado con la 
presentación del informe de gestión dentro de las cuentas anuales, de cuya naturaleza 
participa también a estos efectos; tanto su contenido, como el hecho de que no sea 
obligatorio si la contabilidad es abreviada, refuerzan el criterio expresado.”87 
Por último, cabe destacar que todo lo anterior, tiene relación con lo dispuesto en el 
artículo 236.2 de la LSC, que establece que “en ningún caso exonerará de 
responsabilidad la circunstancia de que el acto o acuerdo lesivo haya sido adoptado, 
autorizado o ratificado por la junta general.” (Énfasis añadido) 
 
3. La legitimación subsidiaria y directa de la minoría para el ejercicio de la 
acción social 
 
3.1. Introducción 
 
Tras haber estudiado el ejercicio de la acción social por la propia sociedad, en este 
apartado se explicará el ejercicio de la acción social por la minoría. 
El artículo 239.1 de la LSC establece que “el socio o socios que posean individual 
o conjuntamente una participación que les permita solicitar la convocatoria de la junta 
general, podrán entablar la acción de responsabilidad en defensa del interés social 
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cuando los administradores no convocasen la junta general solicitada a tal fin, cuando la 
sociedad no la entablare dentro del plazo de un mes, contado desde la fecha de adopción 
del correspondiente acuerdo, o bien cuando este hubiere sido contrario a la exigencia de 
responsabilidad.” 
Se trata de una legitimación subsidiaria de primer nivel, es decir, es necesario que 
se cumpla una de las siguientes circunstancias: (i) que los administradores no 
convoquen la junta solicitada, (ii) que la sociedad no entable la acción en el plazo de un 
mes desde que la junta tomó el acuerdo de ejercitar la acción social o (iii) cuando el 
acuerdo de la junta hubiese sido contrario a la exigencia de responsabilidad. 
No obstante hay que tener en cuenta lo dispuesto en el apartado segundo del 
artículo 239.1 de la LSC que dispone que el “el socio o los socios a los que se refiere el 
párrafo anterior, podrán ejercitar directamente la acción social de responsabilidad 
cuando se fundamente en la infracción del deber de lealtad sin necesidad de someter la 
decisión a la junta general” (Énfasis añadido). 
“La reforma de la Ley 31/2014 ha supuesto cambios relevantes en la regulación de 
la legitimación de los socios. Esta reforma responde a la necesidad apuntada por el 
Informe de Expertos en materia de Gobierno Corporativo para mejorar la eficacia del 
deber de lealtad facilitando el acceso de los socios minoritarios al ejercicio de la acción 
social”88 
Mediante la reforma que el legislador realiza en la Ley 31/2014, de 3 de 
diciembre, por la que se modifica la Ley de Sociedades de Capital para la mejora del 
gobierno corporativo, los artículos 228 y 229 de la LSC describen con más precisión las 
obligaciones que suponen para el administrador el deber de lealtad y el deber de evitar 
conflictos de interés. Además, el legislador, con la reforma de 2014, ha reforzado el 
poder de la minoría frente al incumplimiento de los administradores de su deber de 
lealtad permitiéndole entablar directamente la acción de responsabilidad en dichos 
casos. 
Por otro lado, respecto al porcentaje que el socio o los socios deben ostentar para 
ejercitar directamente o subsidiariamente la acción de responsabilidad, el artículo 168 
de la LSC dispone que es el 5% del capital social (en las sociedades no cotizadas). 
Cabe comentar que a pesar de que la acción se interponga por el socio, se ejercita 
la acción social, es decir, no se entabla de la acción individual ya que, tal y como 
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estipula el apartado 1, lo que el socio busca con el ejercicio de la misma es el 
resarcimiento del patrimonio de la sociedad. Es decir, el socio solamente puede 
interponer la acción individual cuando el daño que le produce el administrador es 
directo contra su propio patrimonio. Por lo tanto, dado que el objetivo del ejercicio de la 
acción es reintegrar el patrimonio de la sociedad dañado por la actuación del 
administrador la acción que el socio debe ejercitar es la acción social. 
La razón de la presente legitimación es clara, puesto que la junta general nombra a 
los administradores de la sociedad
89
 resulta difícil que la propia junta adopte la decisión 
de interponer la acción social contra aquella persona que han elegido. Por lo tanto, para 
que la sociedad no quede desprotegida a merced de la decisión de los socios 
mayoritarios se otorga la posibilidad de que los minoritarios subsidiariamente 
interpongan la acción para salvaguardar el interés social cuando existe un punto de 
conflicto con los socios mayoritarios.
90
 
Tras esta breve introducción, se desarrollarán los supuestos en los que el socio 
minoritario puede ejercitar la acción social y la legitimación directa para interponer la 
acción social en el caso de que los administradores infrinjan el deber de lealtad y con su 
actuación dañen el patrimonio de la sociedad. 
 
3.2. La legitimación subsidiaria de los socios o accionistas minoritarios para el 
ejercicio de la acción social 
 
Antes de explicar los supuestos que permiten a los socios minoritarios entablar la 
acción social es conveniente detenerse en los requisitos subjetivos que los socios deben 
reunir para poder entablar la acción en el caso de que se de alguno de los supuestos 
mencionados. 
En primer lugar, tal y como señalaba en el apartado anterior el socio o socios que 
quieran ejercitar la acción social deben ostentar el 5% del capital social (artículos 168 y 
239 de la LSC). 
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Si se hubieran emitido acciones sin voto, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 
102.1 de la LSC
91
, los socios que ostenten las mismas, podrían entablar la acción social 
siempre que reuniesen el 5% del capital social
92
. 
Por otro lado, respecto al accionista moroso (artículo 83 de la LSC) también se 
encuentra legitimado para entablar la acción social
93
. 
Otra de las cuestiones a tomar en consideración sería si se podría modificar dicho 
porcentaje mediante modificación de los estatutos sociales de la compañía. 
Respecto a aumentar el porcentaje la Resolución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado de 13 de enero de 1994, dispone que no sería posible: 
“'El tercero de los defectos de la nota versa sobre el porcentaje de capital 
estatutariamente previsto para poder solicitar la convocatoria de Juntas generales 
extraordinarias y que se fija en un 10 por 100 del desembolsado. Si bien los socios por 
sí, cualquiera que sea su participación en el capital social, no pueden convocar 
válidamente la Junta general de accionistas, sí que tienen legalmente conferida una 
facultad de iniciativa en tal sentido a través de la petición de su convocatoria a los 
Administradores, lo que se traduce en una obligación para éstos cuando tal solicitud sea 
formulada por los que ostenten un determinado porcentaje de dicho capital. Esta 
facultad se ha visto potenciada con la reducción que el artículo 100.2 del nuevo texto 
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas ha introducido en relación al que 
establecía la Ley anterior, al fijarlo en un 5 por 100 del capital social, y que, al 
configurar uno más de los derechos básicos e inderogables de los accionistas, 
especialmente destinado a proteger a las minorías, ha de entenderse como un tope 
máximo que una previsión estatutaria no puede rebasar (cií. artículo 10 de la misma 
Ley), siendo admisible, por el contrario, su reducción en beneficio de los propios 
accionistas. Doctrina, por lo demás, ya sentada por esta Dirección General en 
Resoluciones de 28 de diciembre de 1961 y 27 de junio de 1977.” 
Otro aspecto a tomar en consideración es ¿en qué momento debe ostentar el 5%? 
En primer lugar cabe comentar que la LSC no establece que el socio o socios deban 
ostentar dicho porcentaje con una antigüedad determinada. Por lo tanto, los socios que 
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acaban de entrar pueden entablar la acción social de responsabilidad, lo cual tiene 
sentido ya que lo que busca esta acción es reintegrar el patrimonio social que el 
administrador ha dañado. 
Por otro lado, respecto al porcentaje requerido ¿Ha de permanecer inmutable 
desde que se ejercita la acción hasta la firmeza de la sentencia? 
En este sentido, la doctrina se divide en dos opiniones. Por un lado, (i) hay autores 
que afirman que dicho porcentaje solamente debe mantenerse en el momento de 
ejercicio de la acción
94
 y por otro, (ii) hay autores que aseguran que dicho porcentaje 
debe mantenerse hasta el final del procedimiento
95
. 
En este sentido, coincido con los primeros, ya que “en tal caso ha de imperar el 
principio de perpetuatio legitimationis y […] cualquier alteración de ese calado es inane 
a efectos procedimentales”.96 
Esta postura ha sido también mantenida por el Tribunal Supremo (Sala de lo Civil, 
Sección Única), quien en su sentencia núm. 676/2003 de 7 de julio, en un caso similar, 
señalaba que: 
“Dado que la impugnación de acuerdos del Consejo de Administración solamente 
pueden instarla quienes formen parte del mismo o los socios que sean titulares del 5% 
del Capital social, concluyen los recurrentes que el demandante carece de legitimación 
para el ejercicio de las acciones que ha interpuesto. 
Ha de tenerse en cuenta, respecto a esta cuestión, que la demanda que nos ocupa 
había sido presentada el día anterior a la celebración de la Junta general en que se 
acordó el cese del actor como miembro del Consejo de Administración, dato relevante 
pues, como ha tenido ocasión de declarar esta Sala (sentencia de 30 de enero de 2002) 
la acción de impugnación de un acuerdo social puede ejercitarla quien en el momento 
de proponer la demanda se halle debidamente legitimado. Luego, si la demanda es 
admitida, se produce la llamada «perpetuatio legitimationis», con efecto retroactivo al 
día de la presentación de dicho escrito, con la finalidad de que en la sentencia se 
decida acerca de la situación jurídica controvertida, tal y como la misma se hallaba en 
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la fecha indicada (sentencias de 17 de marzo de 1997 25 de febrero de 1983).” (Énfasis 
añadido) 
Tras esta breve introducción, se estudiarán detalladamente los supuestos en los 
que los socios que ostenten el 5% están legitimados para interponer la acción social. 
 
(vi) Falta de convocatoria de la junta general solicitada por la minoría 
 
El artículo 239.1 de la LSC establece que “el socio o socios que posean individual 
o conjuntamente una participación que les permita solicitar la convocatoria de la junta 
general, podrán entablar la acción de responsabilidad en defensa del interés social 
cuando los administradores no convocasen la junta general solicitada a tal fin […]” 
(Énfasis añadido) 
En este sentido, el artículo 168 de la LSC establece: 
“Los administradores deberán convocar la junta general cuando lo soliciten uno o 
varios socios que representen, al menos, el cinco por ciento del capital social, 
expresando en la solicitud los asuntos a tratar. 
En este caso, la junta general deberá ser convocada para su celebración dentro de 
los dos meses siguientes a la fecha en que se hubiere requerido notarialmente a los 
administradores para convocarla, debiendo incluirse necesariamente en el orden del día 
los asuntos que hubiesen sido objeto de solicitud.” 
Asimismo, se entiende que también se produce dicha inactividad por parte de los 
administradores en las sociedades anónimas en el caso de que se solicite mediante el 
complemento de convocatoria establecido en el artículo 172 de la LSC
97
 la inclusión en 
el orden del día de la aprobación del ejercicio de la acción social. 
Por lo tanto, el socio o los socios que reúnan el 5% del capital social deben 
requerir notarialmente a los administradores para convocar la junta dentro de los dos 
meses siguientes a la recepción de dicho requerimiento y la legitimación subsidiaria de 
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los socios minoritarios se activa en el momento en el que se acredite que los 
administradores no pueden cumplir con su deber de convocatoria.
98
 
Respecto a la posibilidad de ejercitar la acción social cuando se hay impugnado la 
junta convocada defectuosamente por los administradores
99
, la sentencia del Tribunal 
Supremo (Sala de lo Civil) núm. 56/2001 de 30 enero, dispone lo siguiente: 
“[…] no es posible tutelar la pretensión del Motivo de que por haberse 
impugnado judicialmente la Convocatoria de la citada Junta y estar pendiente de 
resolución judicial cuando se plantea la presente acción social aún no se ha cumplido 
con el presupuesto previsto en citado art. 134-4º (literalmente «Cuando los 
administradores no convoquen la Junta general solicitada a tal fin» o, incluso, como se 
denuncia, anticipar la acción antes del mes previsto en su núm. 2), porque, entonces esa 
literalidad, en casos como el de autos, podía paralizar la acción social si, en la 
hipótesis de actuación de los administradores preconstituida en su designio de 
obstrucción, se verifica una convocatoria con infracciones evidentes de la normativa 
aplicable –en el caso de autos las padecidas antes transcritas fueron causa de la 
nulidad declarada– y, pese a ello, ampararse el Administrador que convoca en que ha 
cumplido este requisito y que al estar impugnada esa convocatoria –en el litigio, 
precisamente, por las demandadas ante la evidente transgresión del anuncio social–, 
tener que aguardar a la solución definitiva de esa impugnación, para que, en su día 
muy posterior, sin duda, a la conducta reprobable atacada, poder habilitar o no la 
acción. Afirmar que, aparte de que con esa conducta tan reprobable se está, sin duda, 
demorando sin razón la postulación de una acción social de responsabilidad por esa 
incidencia, es bien indiscutible, y, sobre todo, sin que pueda eludirse la sospecha de 
que aquella transgresión, acaso, perseguiría ese bloqueo de la acción durante un 
tiempo bien apreciable.” (Énfasis añadido) 
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Por lo tanto, el Tribunal Supremo afirma que a pesar de haber interpuesto una 
demanda de impugnación de acuerdos por convocatoria defectuosa de los 
administradores, ello no impide que los socios que ostenten el 5% del capital social se 
encuentren legitimados para interponer la acción social. En caso contrario los 
administradores se podrían beneficiar de un mecanismo de dilación para que los socios 
minoritarios no pudiesen ejercitar la acción social. 
Se debe seguir idéntico criterio en el caso de falta de complemento de 
convocatoria por parte de los administradores en las sociedades anónimas (artículo 172 
de la LSC). 
En conclusión, la identidad entre la falta de convocatoria de junta y cualquier otra 
maniobra que pueda suponer un resultado similar implica que los socios minoritarios se 
encuentren legitimados al ejercicio de la acción
100
. 
Por último, no resulta necesario que haya identidad entre los socios o accionistas 
que requieren la convocatoria a los administradores y los que ejercitan la acción social 
de responsabilidad. No obstante, los socios que entablen la acción de responsabilidad 
deben cumplir los requisitos dispuestos en la LSC, a saber, que los administradores no 
convoquen debidamente la junta y que el socio o socios reúnan un 5% del capital 
social.
101
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(vii) Transcurso de un mes desde el acuerdo de la junta general del ejercicio de la 
acción social 
 
En el presente supuesto, la minoría estará legitimada para interponer la acción 
social en el caso de que los administradores que permanezcan en el cargo tras el acuerdo 
de entablar la acción social no hayan interpuesto ante los tribunales pertinentes la acción 
social aprobada por la junta general. 
Por lo tanto, el objetivo de esta legitimación subsidiaria es suplir la inactividad de 
los administradores que deben interponer la acción social tras el acuerdo de junta. 
El único requisito es que el socio o socios que la interpongan ostenten un 5% del 
capital social, es decir, aunque dichos socios se hayan opuesto en la junta general al 
ejercicio de la acción social pueden integrar la minoría del 5% que interpone la acción 
social de responsabilidad.
102
 
 
(viii) Acuerdo de la junta general contrario a la exigencia de responsabilidad 
 
El socio o los socios minoritarios que ostenten el 5% estarán legitimados a 
interponer la acción social cuando la junta general tome un acuerdo contrario a la 
exigencia de responsabilidad de los administradores. 
En este sentido cabe realizar ciertas matizaciones: 
En primer lugar, ¿en qué se diferencian el acuerdo contrario a la exigencia de 
responsabilidad del acuerdo de renuncia a la acción de responsabilidad? 
Si bien parte de la doctrina los diferencia por el momento en el que se toma cada 
uno (el acuerdo contrario a la acción se tomaría en la junta general en la que los socios 
deciden si se interpone o no la acción social y el acuerdo de renuncia se tomaría tras 
tomar dicho acuerdo en la propia junta), dado que tal y como se ha comentado 
anteriormente, hay otra parte de la doctrina (con la cual coincido) que argumenta que el 
acuerdo de renuncia se puede tomar en cualquier momento desde que los 
administradores realizan el daño a la sociedad
103
, conviene realizar una explicación 
entre el acuerdo contrario al ejercicio de la acción social y el acuerdo de renuncia de la 
acción social. 
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En primer lugar el acuerdo de renuncia exige que se constate que efectivamente la 
actuación del administrador o los administradores implique que han incurrido en 
responsabilidad ya que se cumplen los presupuestos para ello
104
. 
Por otro lado, el acuerdo contrario a la acción social supone que la junta general 
manifiesta mediante acuerdo que no concurren los requisitos esenciales para que se 
exija a los administradores o el administrador responsabilidad por sus actuaciones.
105
 
“De esta manera, estaremos también ante un acuerdo contrario a la exigencia de 
responsabilidad: (i) cuando el presidente de la junta o el resto de accionistas, obviando 
la propuesta realizada por uno o varios socios, impida que la junta delibere acerca de la 
concurrencia de responsabilidad; (ii) en aquellos casos en los que, aun constatándose la 
concurrencia de responsabilidad no se considere oportuno exigirla o se decida aplazar 
indeterminadamente la interposición de la acción; [y] (iii) cuando se acuerde el 
desistimiento
106
 de un proceso ya iniciado”.107 
Asimismo, la voluntad de la renuncia es, tal y como se comentaba anteriormente, 
abandonar de manera definitiva y expresa el derecho a reclamar a los administradores 
responsabilidad por el daño ocasionado, mientras que el acuerdo contrario, implica que 
la mayoría de los socios no quieren reclamar a los administradores inmediatamente la 
reparación del daño que han causado. 
Tras aclarar que se entiende por acuerdo contrario al ejercicio de la acción social, 
surgen algunas dudas respecto al régimen jurídico respecto a la legitimación de los 
socios minoritarios en el caso de que la junta tome un acuerdo contrario al ejercicio de 
la acción social: 
En primer lugar, ¿cabe que los socios minoritarios interpongan la acción social en 
el caso de que el acuerdo contrario se adopte cuando el asunto no conste en el orden del 
día? Respecto a esta cuestión, existen también dos corrientes doctrinales. 
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La primera de ellas interpreta restrictivamente lo dispuesto en el artículo 238.1 de 
la LSC y establece que solamente los acuerdos positivos, es decir, los que acuerdan el 
ejercicio de la acción social, serían válidos en el caso de que no constase en el orden del 
día. El sentido de dicha interpretación es evitar que los socios minoritarios planteen la 
cuestión en la junta general para obtener la legitimación en el caso de que no se 
adoptase el acuerdo actuando de “forma abusiva”. En relación con lo anterior, el 
acuerdo negativo sería nulo ya que los acuerdos tomados en junta solamente son 
vinculantes si son adoptados en una junta debidamente convocada
108
 
Por el contrario, la segunda, no admite la interpretación restrictiva del artículo 238 
de la LSC ya que no considera que la maniobra de los socios minoritarios sea 
abusiva.
109
 
Por lo tanto, de acuerdo con la segunda interpretación, y con mi parecer, si se 
somete el ejercicio de la acción social a votación y se rechaza por los accionistas, a 
pesar de que no conste en el orden del día, los socios que representen el 5% estarán 
legitimados para interponer la acción social. 
Otra cuestión a tomar en consideración es si a pesar de que el asunto no esté 
incluido en el orden del día, la junta debe deliberar sobre el ejercicio de la acción social. 
Atendiendo a la actual redacción del artículo 238.1 de la LSC, “ha de entenderse 
que el requisito equivalente a la constancia del orden del día, respecto de este acuerdo, 
es el de solicitud por parte de cualquier socio. Producida ésta, la junta queda llamada, 
válidamente, a pronunciarse. Con independencia de los efectos que pudiera tener una 
eventual negativa del presidente para abordar la cuestión, en el plano de su 
responsabilidad, y aunque no llegara a adoptarse formalmente acuerdo alguno, debe 
equipararse, a nuestros efectos, tal actitud con la del administrador que no convoca la 
Junta general para tratar el tema. Nótese que ni siquiera es necesario que el socio ostente 
un cinco por ciento del capital social para introducir el debate en la Junta, según los 
términos de la nueva ley”110. 
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3.3. Legitimación directa de la minoría por violación del deber de lealtad 
 
La Ley 31/2014, de 3 de diciembre, por la que se modifica la Ley de Sociedades 
de Capital para la mejora del gobierno corporativo, realizó una gran reforma sobre el 
deber de lealtad de los administradores, detallando y reforzando las obligaciones 
derivadas del mismo.
111
 
En este contexto, la Ley 31/2014, introduce la posibilidad de que el socio o los 
socios que ostenten el 5% del capital social puedan interponer la acción social 
directamente cuando el administrador haya incumplido el deber de lealtad. 
Esta intención ya se recoge en el antecedente a la reforme, el Estudio sobre 
propuestas de modificaciones normativas realizado por la Comisión de Expertos en 
materia de Gobierno Corporativo (creada por Acuerdo del Consejo de Ministros, de 10 
de mayo de 2013, publicado por Orden ECC/895/203, de 21 de mayo), el cual afirma: 
“Las propuestas que se realizan en esta materia se encaminan básicamente a 
extender el régimen de responsabilidad de los administradores a personas asimiladas y a 
facilitar la interposición de la acción social de responsabilidad reduciendo la 
participación necesaria para obtener legitimación y permitiendo, en los casos de 
infracción del deber de lealtad, su interposición directa, sin necesidad de esperar a que 
se pronuncie sobre ello la junta general.” (Énfasis añadido) 
Por lo tanto, la conducta antijurídica en la cual debe basarse la demanda es la 
infracción del deber de lealtad, tal y como se prevé en los artículos 227, 228 
(obligaciones básicas derivadas del deber de lealtad) y 229 de la LSC (deber de evitar 
situaciones de conflicto de interés). No obstante, hay que tomar en consideración, que 
atendiendo al artículo 230 de la LSC los administradores podrán obtener dispensa de la 
sociedad para determinados supuesto que, de lo contrario, podrían constituir una 
vulneración del deber de lealtad
112
 
                                                          
111
 En este sentido la propia Exposición de Motivos de la Ley 31/2014 establece que la misma realiza una 
“una tipificación más precisa de los deberes de diligencia y lealtad y de los procedimientos que se 
deberían seguir en caso de conflicto de interés”. 
 
112
 No obstante el artículo 230.2 de la LSC establece que “la sociedad podrá dispensar las prohibiciones 
contenidas en el artículo anterior en casos singulares autorizando la realización por parte de un 
administrador o una persona vinculada de una determinada transacción con la sociedad, el uso de ciertos 
activos sociales, el aprovechamiento de una concreta oportunidad de negocio, la obtención de una ventaja 
o remuneración de un tercero.” Es decir, no se puede obtener la dispensa de todas las obligaciones que 
conforman el deber de lealtad. 
65 
 
En definitiva, fuera de estos supuestos (como por ejemplo con la infracción del 
deber de diligencia) los socios minoritarios que ostenten el 5% solo podrán interponer la 
acción social en los supuestos establecidos en el párrafo primero del artículo 239.1 de la 
LSC, es decir, nos encontraríamos ante la legitimación subsidiaria de primer grado, tal y 
como se ha detallado anteriormente. 
 
3.4. Reembolso de los gastos en el caso de estimación parcial o total de la demanda 
 
La Ley 31/2014 introdujo una novedad mediante la cual se alienta a los socios 
minoritarios a que interpongan la acción social para reintegrar el patrimonio de la 
sociedad. 
El artículo 239.2 de la LSC estipula que “en caso de estimación total o parcial de 
la demanda, la sociedad estará obligada a reembolsar a la parte actora los gastos 
necesarios en que hubiera incurrido con los límites previstos en el artículo 394 de la 
LEC, salvo que esta haya obtenido el reembolso de estos gastos o el ofrecimiento de 
reembolso de los gastos haya sido incondicional.” 
El objeto de dicho derecho de reembolso se centra en los gastos necesarios para el 
ejercicio de la acción social, no los convenientes para el buen ejercicio de la acción. 
Atendiendo al artículo 394 de la LEC, entre los gastos reembolsables se 
encuentran las costas. Las costas son los gastos que determina el párrafo segundo del 
artículo 241.1 de la LEC es decir: 
(i) honorarios de la defensa y de la representación técnica cuando sean 
preceptivas; 
(ii) inserción de anuncios o edictos que de forma obligada deban publicarse en el 
curso del proceso; 
(iii) depósitos necesarios para la presentación de recursos; 
(iv) derechos de peritos y demás abonos que tengan que realizarse a personas que 
hayan intervenido en el proceso; 
(v) copias, certificaciones, notas, testimonios y documentos análogos que hayan 
de solicitarse conforme a la Ley, salvo los que se reclamen por el tribunal a registros y 
protocolos públicos, que serán gratuitos; 
(vi) derechos arancelarios que deban abonarse como consecuencia de actuaciones 
necesarias para el desarrollo del proceso; y 
(vii) la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional, cuando sea preceptiva. 
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“Y, visto el tenor de la norma, que se refiere a gastos –que es concepto distinto del 
de costas, puesto que mientras estas derivan de las propias actuaciones procesales, 
aquellos se realizan en función del proceso (por ejemplo, SSAP Barcelona, Secc. 13ª, 2 
febrero 2007, Madrid, Secc. 19ª, 7 febrero 2007, Madrid, Secc. 10ª, 27 mayo 2008–, y la 
finalidad de esta previsión normativa, entre los gastos reembolsables se incluyen, 
asimismo y en segundo término, los gastos del proceso, esto es, los desembolsos que 
tengan su origen directo e inmediato en la preparación y seguimiento del proceso y sean 
distintos de los que tienen la consideración de costas (artículo 241.1 I LEC).”113 
La referencia a los límites previstos en el artículo 394 de la LSC se aplica 
solamente a los gastos que tengan consideración de costas. El resto de gastos, tal y 
como se comenta anteriormente serán reembolsables únicamente en el caso de que sean 
gastos necesarios
114
 
Por último, el reembolso de los gastos no tiene lugar cuando la parte actora 
hubiera obtenido por los administradores o un tercero el reembolso de los mismos o 
cuando el mismo haya sido ofrecido de manera incondicional. 
 
4. La legitimación subsidiaria de los acreedores 
 
4.1. Introducción 
 
El artículo 240 de la LSC permite a los acreedores interponer la acción social en el 
caso (i) de que la sociedad y los socios minoritarios no hayan ejercitado la acción social 
(legitimación subsidiaria de segundo nivel) y (ii) de que el patrimonio de la sociedad 
resulte insuficiente para la satisfacción de sus créditos. 
El último requisito, acerca la situación de la sociedad a la apertura del concurso 
establecida en el artículo 2 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (en adelante, la 
“LC”). 
Por lo tanto, en el caso de que la sociedad se encontrase en una situación de 
concurso el ejercicio de las acciones de responsabilidad deberán examinarse por la 
normativa concursal. 
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Al no haberse producido reforma sobre en el artículo 240 de la LSC tras la 
reforma de la LC, es posible que los acreedores interpongan la acción social sin que se 
produzca la apertura del concurso. No obstante, cabe recalcar que al acreditar el 
supuesto objetivo que legitima a los acreedores a interponer la acción social, podría 
suponer que se cumpliese el presupuesto objetivo para la apertura de concurso, 
obligando a los administradores a solicitar el mismo.
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En este sentido, el artículo 48 quáter de la LC dispone: 
“Declarado el concurso, corresponderá exclusivamente a la administración 
concursal el ejercicio de las acciones de responsabilidad de la persona jurídica 
concursada contra sus administradores, auditores o liquidadores.” 
Por lo tanto, no hay duda que en el caso de que se declare el concurso, será la 
administración concursal quien se encuentre legitimada para el ejercicio de la acción 
social contra los administradores. 
Dejando a un lado el supuesto comentado anteriormente, es decir, fuera del 
procedimiento concursal, como bien se ha especificado antes, el acreedor podrá 
interponer la acción social si no lo han hecho ni la sociedad ni los socios minoritarios, y 
si el acreedor acredita la situación de insuficiencia patrimonial. 
 
4.2. Legitimación subjetiva: acreedores legitimados para interponer la acción social 
 
Respecto a los acreedores legitimados, nos encontramos ante dos vertientes 
doctrinales. 
La primera de ellas, dispone que solo se encontraran legitimados aquellos 
acreedores cuyo crédito sea vencido y exigible.
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La segunda, dispone que tomando en consideración que la ley solo exige como 
requisito la insuficiencia patrimonial, los acreedores se encuentran legitimados para 
interponer la acción social sin que tengan que esperar a que se confirme dicha situación 
en el momento de vencimiento y exigibilidad del crédito.
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Desde mi punto de vista, tiene más sentido que el crédito se encuentre vencido y 
exigible ya que el patrimonio de la sociedad puede variar hasta que el acreedor pueda 
reclamar el mismo. 
 
4.3. Supuestos de legitimación de los acreedores para interponer la acción social 
 
Tal y como se ha señalado anteriormente, para que el acreedor pueda interponer la 
acción social deben concurrir dos requisitos. En primer lugar, que la sociedad y los 
socios minoritarios no hayan interpuesto la acción social en el caso de que se haya 
producido un daño al patrimonio de la sociedad, es decir, es una legitimación 
subsidiaria de segundo nivel. En segundo lugar, que el acreedor acredite la situación de 
insuficiencia patrimonial para la satisfacción de sus créditos vencidos y exigibles. 
Por lo tanto, si se acredita la insuficiencia del patrimonio y además que la 
sociedad y los socios no han actuado, el acreedor podrá interponer la acción social sin 
necesidad de esperar ningún plazo.
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Cabe comentar, que se ha defendido la idea por parte de varios autores de que en 
el caso de que la junta tome un acuerdo y no entable la acción en un mes o en el caso de 
que la junta tome un acuerdo contrario a la acción, resulte de la aplicación del mismo 
plazo de espera para los acreedores
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 que para los socios minoritarios, siempre y 
cuando estos últimos no interpongan la acción social. Es decir, el plazo de los 
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acreedores comenzaría a contar expirado el plazo de los socios minoritarios para 
ejercitar la acción social. 
Por último, dado que la ley no otorga un mecanismo de defensa a los acreedores 
para enervar los acuerdos de transacción y renuncia, la decisión societaria de renuncia 
(siempre y cuando no haya oposición por parte de los socios) permite el ejercicio directo 
de la acción social por parte de los acreedores. No ocurrirá lo mismo con la transacción, 
tal y como he señalado en el subapartado (iii) del apartado 2.3., dado que los 
administradores han compensado total o parcialmente el patrimonio de la sociedad 
dañado el acuerdo de transacción es oponible a los acreedores, bien extinguiendo la 
acción en caso de compensación total, bien aminorando la indemnización reclamada por 
los mismos
120
. 
No obstante, si la renuncia judicial ha dado lugar a una sentencia absolutoria o se 
ha producido una transacción judicial homologada por el juez, no será posible que los 
acreedores interpongan una acción social contra los administradores por los mismos 
hechos
121
. 
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IV. CONCLUSIONES 
 
Tal y como se ha determinado en la introducción, el objetivo del presente trabajo 
era estudiar la responsabilidad de los administradores, explicando el presupuesto 
objetivo y subjetivo de la responsabilidad por daños y posteriormente analizar la acción 
social de responsabilidad en profundidad. Todo ello en el marco de las sociedades 
limitadas y las sociedades anónimas no cotizadas. En estas conclusiones se realizará un 
resumen de los temas más relevantes estudiados en el presente trabajo. 
Con carácter preliminar, debe señalarse que la responsabilidad civil de los 
administradores se divide en responsabilidad por daños y responsabilidad por deudas. 
Mediante la acción social de responsabilidad se exige a los administradores 
responsabilidad por los daños causados en el patrimonio social por actos u omisiones 
contrarios a la ley, a los estatutos o por los realizados incumpliendo los deberes 
inherentes al cargo (estos son el deber de diligencia (artículos 225 y 226 de la LSC) y el 
deber de lealtad (artículos 227 a 231 de la LSC)). 
No obstante, la responsabilidad de administradores, no solo afecta a los 
administradores sino que se extiende a otras figuras: 
En primer lugar, se extiende al administrador de hecho y el administrador oculto 
(artículo 236.3 de la LSC). Los requisitos para que se considere a alguien como 
administrador de hecho son (i) desarrollar una actividad de gestión sobre materias 
propias del administrador de la sociedad; (ii) que dicha actividad se haya realizado de 
forma sistemática y continuada, esto es, el ejercicio de la gestión ha de tener una 
intensidad cualitativa y cuantitativa; y (iii) que se preste de forma independiente, con 
poder autónomo de decisión, y con respaldo de la sociedad. 
Respecto a los administradores en los grupos de sociedades, el administrador de 
una sociedad filial debe velar por el interés social de la misma y, por lo tanto, no estará 
eximido de responsabilidad el administrador de la filial que alegue que seguía 
instrucciones de la sociedad dominante. Asimismo, en caso de que el administrador de 
la sociedad dominante esté actuando como administrador de la sociedad filial, podría 
considerarse que actúa como administrador de hecho si cumple los requisitos 
estipulados anteriormente. 
Los apoderados generales y el alto cargo directivo podrán considerarse 
administradores de hecho. No obstante, en caso de que el alto directivo ostente a su vez 
la condición de administrador, se entenderá que esta última condición prevalece sobre la 
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de alto directivo atendiendo a la teoría del vínculo, en virtud de la cual la relación 
mercantil absorbe a la laboral. 
Por último, respecto a los administradores personas jurídicas, la persona física 
representante responderá solidariamente junto a la persona jurídica administradora 
(artículo 236.5 de la LSC). 
En cuanto a la finalidad de la acción social de responsabilidad, la sociedad (o los 
socios minoritarios o acreedores, en caso de que estos ejerciten subsidiariamente la 
misma) busca con su ejercicio resarcir los daños que el administrador, o las personas 
asimiladas a los mismos referidas anteriormente, causan a la sociedad por actos u 
omisiones contrarios a la ley, a los estatutos o por los realizados incumpliendo los 
deberes inherentes al desempeño de su cargo, siempre y cuando haya intervenido dolo o 
culpa. 
La acción social de responsabilidad se diferencia de la acción individual en que la 
primera se ejercita cuando el daño producido por el administrador sea en el patrimonio 
de la sociedad, mientras que la segunda se ejercita cuando el daño se produce 
directamente a los socios o terceros. Si el daño se produce de forma indirecta a los 
socios o terceros, la jurisprudencia establece que la acción que debe ejercitarse es la 
acción social. 
La legitimación para ejercitar la acción social es una legitimación escalonada. En 
primer lugar, puede ejercitarla la sociedad, en segundo lugar, si los administradores no 
convocan la junta solicitada, si la acción no se entabla en el plazo de un mes desde que 
la junta toma el acuerdo o si el acuerdo de la junta fuese contrario al ejercicio de la 
acción social, el socio o socios que ostenten el porcentaje del capital social necesario 
para solicitar la convocatoria de junta (en la S.L. y la S.A.n.c. un 5% del capital social), 
podrán ejercitar directamente la acción de responsabilidad y, en tercer, lugar, en el caso 
de que no la ejercite ni la sociedad, ni los socios, siempre y cuando el patrimonio social 
resulte insuficiente para la satisfacción de sus créditos, podrán ejercitarla los acreedores 
cuyos créditos sean líquidos, vencidos y exigibles. 
Sin perjuicio de lo anterior, si la acción social se fundamenta en la infracción del 
deber de lealtad, el socio o socios que ostenten el 5% del capital social podrán 
interponer directamente la acción social sin que la junta general tome un acuerdo 
previamente. 
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Por lo tanto, en primer lugar, será la junta general la que podrá decidir sobre 
entablar el ejercicio de la acción social. No será necesario que el asunto conste en el 
orden del día para debatir dicha cuestión. 
El quórum y la mayoría necesarios para la adopción del ejercicio de la acción 
social es el establecido de forma genérica para la S.A.n.c. en el artículo 193 de la LSC y 
para la S.L. en el artículo 201 de la LSC. Los socios que sean a su vez administradores 
pueden votar en la junta general sobre el ejercicio de la acción, es decir, no tienen 
obligación de abstenerse. 
Respecto al contenido del acuerdo, el mismo debe limitarse a identificar contra 
qué administradores va a ejercitarse la acción social y el comportamiento antijurídico de 
los mismos en que se fundamenta el ejercicio de la acción. 
El acuerdo deberá plasmarse en el acta de la junta general en que se haya 
adoptado el acuerdo. No obstante, los tribunales admiten otros medios a efectos de 
probar que se ha tomado dicho acuerdo. 
Respecto a la posibilidad de impugnar el acuerdo de ejercitar la acción social, será 
posible siempre y cuando fuesen cuestiones de índole formal (excepto las mencionadas 
en el artículo 204.3 de la LSC), tales como defectos en la convocatoria o cómputo de las 
mayorías, es decir, no sería susceptible de impugnación en el caso de que no 
concurrieran los requisitos para exigir responsabilidad. Dicha cuestión se resolverá en el 
propio pleito tras ejercitar la acción social. 
El acuerdo contrario a ejercitar la acción social por parte de la junta general no 
resulta susceptible de impugnación ya que los socios que ostenten el 5% del capital 
social tienen la posibilidad de ejercitar directamente la acción en el caso de que la junta 
haya tomado un acuerdo contrario al ejercicio de la acción social. No obstante, desde mi 
punto de vista, el socio o socios que ostenten un porcentaje inferior al 5%, sí que 
podrían impugnarlo (siempre y cuando se cumplan los requisitos establecidos en los 
artículos 204 a 206 de la LSC) ya que sino quedarían desprotegidos al no encontrarse 
legitimados para interponer la acción social. 
Tras haber acordado el ejercicio de la acción social por parte de la sociedad, los 
administradores que no han resultado destituidos ex artículo 238.3 de la LSC, los 
nombrados tras la destitución o los apoderados podrán interponer la acción social ante 
los juzgados de lo mercantil. 
Por otro lado, la junta también puede tomar los acuerdos de renuncia y 
transacción. 
73 
 
Mediante el acuerdo de renuncia la sociedad abandona de manera definitiva y 
expresa el derecho a reclamar a los administradores la indemnización por el daño 
causado. 
A través del acuerdo de transacción, la sociedad realiza un convenio con el 
administrador mediante el cual acuerdan que el administrador reintegre el patrimonio o 
parte del mismo a la sociedad a cambio de que la misma no ejercite la acción social o, 
una vez ejercitada, desista de la misma. 
La transacción o la renuncia pueden ser parciales, es decir, puede producirse 
solamente respecto a alguno o algunos de los administradores. 
La principal controversia entre diversos autores surge en relación con el momento 
en el cual debe adoptarse el acuerdo. Desde mi punto de vista, ambos acuerdos se 
pueden tomar en cualquier momento, es decir, antes de que la junta adopte el acuerdo 
del ejercicio de la acción, en la misma junta general en la que se adopta el mismo y tras 
tomar el acuerdo de ejercitar la acción. 
No obstante, tanto el acuerdo de renuncia como el de transacción deben estar 
incluidos en el orden del día. 
Tanto el acuerdo de renuncia como el de transacción impiden que se ejercite la 
acción social de nuevo por los mismos hechos y frente a los mismos administradores. 
Sin embargo, no se podrá transigir o renunciar al ejercicio de la acción cuando los 
socios que representen el 5% del capital social se opongan. La consecuencia a la 
oposición al acuerdo de transacción o renuncia es (i) en el caso de que se hubiese 
ejercitado la acción judicialmente, continuaría el proceso judicial, (ii) si se ha adoptado 
previamente el acuerdo de ejercitar la acción, los administradores tendrán el plazo de un 
mes a contar desde la adopción de dicho acuerdo de exigencia de responsabilidad para 
ejercitar la misma y (iii) si no se hubiese adoptado el acuerdo de ejercitar la acción, la 
junta tendría la oportunidad de tomar la decisión de adoptar o no adoptar el acuerdo de 
ejercicio de la acción social. 
Por otro lado, debe tenerse en cuenta que el artículo 238.4 de la LSC establece 
que la aprobación de cuentas no es óbice para que la junta general acuerde ejercitar la 
acción social, ni implica su renuncia a la exigencia de responsabilidad o al ejercicio de 
la referida acción. Asimismo, aunque la propia ley no lo disponga literalmente, lo 
mismo ocurre con el acuerdo de aprobación de la gestión social. 
El segundo grado de legitimación para el ejercicio de la acción social de 
responsabilidad corresponde al socio o socios que puedan pedir la convocatoria de la 
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junta, es decir, aquellos que ostenten el 5% del capital social (en la S.L. y la S.A.n.c.), 
siempre y cuando se cumplan los requisitos del artículo 239.1 de la LSC. Se incluye en 
este apartado a los socios titulares de participaciones sociales o acciones sin voto y los 
socios morosos. 
Asimismo cabe comentar que no sería posible aumentar el porcentaje del 5% para 
interponer la acción social mediante modificación de estatutos sociales. Además dicho 
porcentaje, solo se debe ostentar en el momento de interponer la acción. 
Además de ostentar el 5% del capital social los socios pueden ejercitar la acción 
social siempre y cuando (i) los administradores no convoquen la junta solicitada, (ii) la 
sociedad no entable la acción social en el plazo de un mes desde que se toma el acuerdo 
y (iii) cuando el acuerdo de junta hubiese sido contrario a la exigencia de 
responsabilidad. 
Respecto a la falta de convocatoria por parte de los administradores, conviene 
destacar que la impugnación por convocatoria defectuosa de la junta no impide que los 
socios interpongan la acción social, a fin de evitar que los administradores realicen una 
convocatoria defectuosa de la junta intencionadamente para evitar la exigencia de su 
responsabilidad. Es decir, la identidad entre la falta de convocatoria de la junta y 
cualquier otra maniobra que suponga un resultado similar implica que los socios 
minoritarios se encuentran legitimados para interponer la acción social. 
Por otro lado, en cuanto al acuerdo contrario, nos encontramos ante un acuerdo 
contrario (i) cuando la junta determina que no existen los requisitos esenciales para 
exigir responsabilidad al administrador, (ii) cuando el presidente de la junta o el resto de 
socios, obviando la propuesta realizada por uno o varios socios, impida que la junta 
delibere sobre el asunto, (iii) cuando aunque la junta considere que se cumplen los 
requisitos para exigir responsabilidad, decida aplazarla o no considere oportuno exigirla 
y (iv) cuando se acuerde el desistimiento de un proceso ya iniciado. 
Asimismo, cabe interponer la acción social por parte de los socios minoritarios 
cuando el acuerdo contrario se adopte aunque no conste el acuerdo del ejercicio de la 
acción social en el orden del día. 
No obstante, los socios pueden interponer la acción social directamente cuando la 
acción social se base en la infracción del deber de lealtad por parte del administrado. 
Como mecanismo de incentivo, la LSC establece que en el caso de estimación 
total o parcial de la demanda la sociedad está obligada a reembolsar a la parte actora los 
gastos necesarios, que incluyen las costas y los gastos del proceso. 
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En tercer lugar, y por último, en caso de que ni la sociedad ni los socios 
interpongan la acción social de responsabilidad, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 
240 de la LSC, los acreedores podrán interponer la misma siempre que el patrimonio 
social resulte insuficiente para la satisfacción de sus créditos. 
Aunque hay disputa sobre qué acreedores se encuentran legitimados para 
interponer la acción social, desde mi punto de vista, solo se encontrarán legitimados 
aquellos acreedores cuyo crédito sea vencido y exigible. 
Hay que tomar en consideración que en el caso de que la sociedad se encuentre en 
concurso, solo podrá interponer la acción de responsabilidad la administración 
concursal. 
Por último, cabe comentar, que tras el acuerdo de renuncia extrajudicial, los 
acreedores pueden interponer la acción social. No ocurre lo mismo con la transacción, 
ya que los administradores compensan total o parcialmente el daño causado al 
patrimonio de la sociedad por lo que los mismos. No obstante en el caso de que la 
renuncia o transacción sea judicial, no será posible que los acreedores interpongan la 
acción social. 
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